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LA EVALUACION

DE IMPACTO AMBIENTAL .
MARCO DE REFERENCIA
Y ASPECTOS RELEVANTES
A DEBATIR

José Allende Land a

La reciente experiencia española en el proceso EIA, si n
proceder previamente a un debate y reflexión colectiva en e l
seno de instituciones, corpus científico y agentes sociales, est á
provocando rigideces y distorsiones que dificultan la compren-
sión y aplicación del sentido y espíritu de la directiva europea .
Sc abordan los precedentes, normativas y prácticas, de est e
procedimiento, así como el Real Decreto y Reglamento ho y
vigentes en España, desde una perspectiva crítica proponién-
dose los aspectos más relevantes aún por reflexionar y deba-
tir . Destaca la urgente coordinación e integración con las po-
líticas territoriales, enfatizándose la corrección de deficiencia s
y ambigüedades del proceso y contenido de la participación pú-
blica, insuficientemente definida .

Particular atención requiere la actitud de la administració n
que . el autor entiende, debiera adoptar un papel más activ o
de colaboración en cl procedimiento y resolución de conflic-
tos . sugiriéndose aquí la creación de organismos ad hoc de pro -
bada objetividad y neutralidad .

On the measuring of enviromental impact : its prope r
framework of discussion and the relevant aspects of its stud y

The paper holds that recent spanish experience as to EI A
has led to reticences and distortions that will make any apply-
ing or even understanding of either the sense or the spirit of
the European Directive difficult . It is here held that this i s
made all the worse by the lack of any previos debate withi n
those institutions, scientific bodies and social groups most di-
rectly to be affected by its exercise . The paper touches upo n
those precedents, norms and practices as to the question, li-
kewise upon the Royal Decree and Regulation is use in Spai n
and does so critically though indicating, at the same time, thos e
aspects of this body of material thought most warranting consi-
deration and discussion . The crying need for co-ordination an d
cohesion as to territorial policies is pointed up and a call mad e
for a correcting of deficiencies and ambiguities of both proces s
and content where the Public's participation is envisaged, as this
is by all lights still devoid of any adequate definition .

The attitude adopted by the administration is felt to war -
rant special attention given that it is held that this should b e
one of active collaboration in the bringing to debate and re -
solving of conflicts . The creation of ad hoc committies of pro-
ven objectivity and impartiality is telt to be of sterling utility .

1 . INTRODUCCION

Con la entrada en enero de 1986 en las Comu-
nidades Europeas, España está obligada a incor-
porar en su ordenamiento ambiental las directri-
ces y objetivos que emanan de la Política Ambien-
tal de la CEE y, en concreto, la Directiva sobre
Evaluación de los Impactos sobre el Medio Am-
biente de ciertas obras públicas y privadas (apro-
bada en el Consejo de la CE de 27 de junio d e
1985) (1) .

La directiva obliga a someterse al procedimicn -

José Allende Landa es profesor titular de Planificación Ur -
bana y Regional . Facultad de Ciencias Económicas y Empre-
sariales de la Universidad del País Vasco .

to de evaluación aquellos proyectos y actividades
públicas o privadas que puedan tener una inciden -
cia notable sobre el medio ambiente en razón de
su naturaleza, dimensión o localización .

Por tratarse de una directiva es obligatoria e n
el resultado pero permite un cierto grado de ma-
niobra a los Estados miembros, haciendo necesa-
rio su adaptación al derecho interno de cada país .
Adaptación realizada en Real Decreto Legislati-
vo 1302/1986, de 26 de junio, que obliga, desde e l
20 de julio de 1988, a la Evaluación del Impacto
Ambiental (EIA) para proyectos muy específico s

(I) Directiva sobre Evaluación de los Impactos sobre e l
Medio Ambiente de Ciertas Obras Públicas y Privadas . Apro-
bada en Consejo de las CE de 27 de junio de 198 5
(85/337/CEE) . JOCE núm . L 175 . de 5/7/85 .
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que figuran en el Anexo de dicho Real De-
creto (2) .

Con posterioridad, por Real Decret o
1131/1988, de 30 de septiembre, se aprobó el Re-
glamento de Evaluación de Impacto Ambien-
tal (3) que intenta completar ya, de forma más
pormenorizada, las lagunas conceptuales, de con-
tenido y procedimentales, detectadas en el Rea l
Decreto del 86 .

El objetivo fundamental de un estudio de im-
pacto ambiental, y de la evaluación que lo com-
prende, es prever con antelación suficiente, den-
tro del enfoque preventivo que propician los Pro -
gramas de Acción en materia de medio ambiente
promovidos por la CEE, las implicaciones e im-
pactos sobre el medio ambiente humano y físico -
natural de obras, proyectos y actuaciones suscep-
tibles de generar a priori efectos considerables so-
bre el entorno .

Del resultado de dicha evaluación, reflejada e n
el documento final denominado Declaración de
Impacto Ambiental, podrán derivasse exigencia s
u obligaciones para el proyecto que, teóricamen-
te, pueden llegar hasta su no realización .

El proceso EIA pretende, pues, incorporar des -
de el principio en proyectos públicos y privados ,
específicamente definidos por su reconocido im -
pacto sobre el entorno, la variable ambiental con-
cebida en un sentido amplio. De esta pre-evalua-
ción ambiental y del especial énfasis que la Direc -
tiva Comunitaria concede al fomento de la parti-
cipación institucional y pública, con información
y consulta a lo largo del procedimiento regla -
do (4), la Declaración Ambiental final resultar á
crucial para la autorización definitiva del proyec-
to o alternativa en su caso .

El presente trabajo, obviando un análisis regla-
mentista comparado de las tres piezas legislativa s
señaladas, incide, tras una primera parte en la que
se penetra en los aspectos más relevantes del mar -
co en que se desarrolla este instrumento procedi -
mental, en aquellos aspectos del proceso que re -
sultan conflictivos o de confusa interpretación .
Existen dimensiones del procedimiento EIA que
aparecen hoy muy incompletas, a juzgar por l a
corta experiencia que se empieza a acumular, atis-
bándose ya los escollos que se presentarán en la
práctica del mismo y los senderos por los que pre-
visiblemente se dirigirá en el futuro .

Mientras que en multitud de países de la CEE,
y fuera de ella, la incorporación de diversas mo -

(2) Real Decreto Legislativo 1302/86, de 28 de junio, d e
Evaluación de Impacto Ambiental . BOE núm . 155, de 30 de
junio de 1986 .

(3) Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre, por e l
que se aprueba cl Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28
de junio, de Evaluación de Impacto Ambiental .

(4) Directiva de la CEE, loc . cit ., exposición de motivo s
y arts . 2 .° . 6 .° y 9 . "

(5) Ver Norman LEE : .Environmental Impact Assess -
ment : A Review», Applied Geography, núm . 3, 1983 ; número
monográfico de Built Environment, vol . 14, núm. 2 . juni o
1978, dedicado íntegramente al Análisis del Impacto Ambien-
tal . También en un número especial >Etudes d'impact» de la

dalidades de EIA a su ordenamiento jurídico-ad-
ministrativo viene estando presente desde hace
muchos años (5), es obligado reconocer la corta
experiencia y ausencia de debate alguno en pro-
fundidad que la temática ha suscitado hasta la fe -
cha en España .

La ponencia pretende, pues, situar la recepció n
de ese instrumento de política ambiental, «técni-
ca» para el Real Decreto, en el marco de paíse s
de cierta tradición y experiencia con esta herra-
mienta, fundamentalmente Estados Unidos de
América . De esta manera, se suscitan una seri e
de reflexiones críticas sobre los aspectos más cues-
tionables y relevantes de todo el proceso regla -
mentado, así como del proceso mismo, por lo con-
trovertido que aparecen .

Tras esta selección, se aporta un abanico de su -
gerencias y recomendaciones procedentes de un a
reflexión sobre las virtualidades y conflictos que
la reciente aplicación de este instrumento-proces o
está provocando en el Estado español . Aspectos
todos ellos presentes, por otra parte, en el perma-
nente debate que la aplicación de las EIA sigue
generando en los países que disponen ya de una
larga experiencia contrastada .

2 . LA NEPA EN ESTADOS UNIDOS .
ANTECEDENTES DE OBLIGAD A
REFERENCI A

La experiencia americana, pionera en esta ma-
teria desde que el 1 de enero de 1970 entrara en
vigor la National Environmental Policy Ac t
(NEPA, 1969), representa una referencia indis-
pensable de la que se ha nutrido también la Di-
rectiva de la CEE para la implantación de la EIA .
Su incorporación al procedimiento de aprobació n
de proyectos, e incluso programas, se produce a
través de una explícita legislación ambiental .

La Environmental Protection Agency (EPA)
decide si una acción o proyecto requiere o no un
Environmental Impact Statement (EIS), siendo la
misma Agencia la que prepara y financia el infor-
me a través de la normativa de la NEPA . Las guía s
desarrolladas por el Council of Environmenta l
Quality (6) requieren que todas las Agencias Fe-
derales preparen detallados informes ambientale s
sobre propuestas, proyectos e importantes accio-
nes federales que afecten significativamente a l a
calidad del medio ambiente humano («the human
environment») .

Revue Juridique de L'environnment, 2/1981, se hace un análi-
sis retrospectivo de la temática y de la intervención de los or-
ganismos internacionales en la misma . Para el caso americano
ver Lynton K . CALDWELL : »The National Environmenta l
Policy Act : Retrospect and Prospect» . Environmental Law Re-
porter, 3, 76 ; también sobre antecedentes en Francia y orga-
nismos internacionales ver Serge HEBRARD : »Les Etude s
D'Impact sur L'environnement devant Le Juge Administratif» ,
en Revue Juridique de L'environnment, 2/1981, p . 130 .

(6) Council of Environmental Quality . Preparation of En-
vironmental Impact Statements : Guidelines HOCFR ,
part . 1500, 38FR . 20550, agosto, 1973 .
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La preparación de EIS afecta tanto a activida-
des privadas como públicas (federales o estatales) ,
pudiendo cada Estado regular el procedimiento y
el alcance de la obligación . Es de reseñar que l a
implantación de la NEPA implica la incorporación
de la planificación y el control en relación con to -
das las formas de desarrollo que afecten al medio
ambiente humano, concebido éste de forma am -
plia y abriendo una vía para la participación pú-
blica y coordinación interdepartamental en el pro -
ceso de toma de decisiones . Desde esta perspec-
tiva la NEPA alteró sustancialmente el proceso de
decisión de las agencias federales y más tarde de
Ias estatales (7) .

El procedimiento EIS trata de considerar, cuan -
to antes, en el proceso de toma de decisiones, lo s
aspectos ambientales con sus implicaciones «sobre
el hombre, su entorno físico, social y sobre la na-
turaleza» de las decisiones propuestas, para que
los efectos adversos puedan evitarse o minimi-
zarse .

En primer lugar, se realiza un borrador «Draft
Environmental Statement», que sc hace circular
entre las distintas Agencias y el público para reci-
bir comentarios durante un plazo de noventa día s
como mínimo, lo que permite un período de revi-
sión suficiente . Una vez recibidos los comentario s
y habida la consulta y participación se elabora, por
el Council of Environmental Quality (CEO), el Fi-
tial Environmental Impact Statement, que debe cir-
cular un mínimo de treinta días, para nuevos co-
mentarios . antes de tomar decisión alguna .

Es importante reseñar que es la EPA quien de-
cide si un proyecto requiere o no pasar por el pro-
cedimiento del EIS, una vez recibido un informe
o análisis descriptivo de los impactos ambientale s
previsibles («Environment Assessment») por par -
te del organismo promotor .

A los efectos del posterior desarrollo del pro-
cedimiento EIA en la CEE, hay que enfatizar que
la NEPA, cada vez más, alcanza no sólo a proyec-
tos del Gobierno Federal, sino también a Progra-
mas y Políticas, por lo que cobra realidad el ca-
rácter preventivo de la política medioambien-
tal (8) . Era ya sintomático el que la NEPA de
1969 especifique «acciones federales que afecten
significativamente a la calidad del medio ambien-
te humano cubriendo el impacto ambiental de l a
acción propuesta y de sus alternativas», en lugar

(7) Lynton K . CALDWELL : loc cit, 1976 .
(8) Thomas B . S'l'OEL . Jr . and S . Jacob SCI IERR : «Ex-

periencias del EIA en USA» . Built Environment. 1978. loc .
cit . ; también incide en esta extensión a obras, planes y políti-
cas L . W . CARTER: »El papel de la EIA en la protección am-
biental», en Jornadas de Evaluación de Impactos Ambientales .
Junta de Andalucía, MOPU, noviembre . 1988 (en adelant e
Jornadas Sevilla, 1988) .

(9) Norman LEE: loc . cit . . 1983, pp . 5 . 8. 10 ; tambié n
Lynton K. CALDWELL : loc . cit . . se remite a la necesidad d c
EIS en apolíticas federadas o decisiones sobre programas qu e
impliquen un conjunto de acciones federales», posibilidad qu e
contempla explícitamente el CEQ en su informe de 1971 .

(10) Council of Environmental Quality . Guidelines, L973 .
loc . cit ., La EPA en Environmental Impact Statements : Sta-

de habl :.r de proyectos . Norman Lee ystg espe- ,/
ciai atención a esta importante dimensio ' elEIS";
incidiendo reiteradamente en que «en USA se ha
recomendado agilizar y reducir el tamaño de los
EIA, e incentivar un mayor uso de los mismos al
aprobar políticas y programas» (9) .

En cuanto al alcance de los impactos ambienta -
les, aunque no es generalizado, se extiende a to -
dos los impactos ambientales al incorporar ade-
más de los físico-naturales, los socioeconómicos y
territoriales . Es precisamente en la última décad a
cuando se ha detectado una creciente presión por
identificar y evaluar probables impactos sobre l a
dimensión social, económica, y otras referentes a
Ia calidad del medio ambiente humano .

Desde 1973 el CEQ (1973) incidía ya en el con-
tenido del EIS, contemplando «potenciales conse-
cuencias sociales, económicas y ambientales» . Las
guías de este organismo comentan la necesidad d e
«un análisis sistemático e interdisciplinario que
asegure el uso integrado de Ias ciencias naturales ,
físicas, sociales y el diseño ambiental» (10) . De
ahí viene el carácter interdisciplinar del proceso
EIA que estimula estudios y formas de investiga-
ción interdisciplinares incorporando, como apun-
ta Norman Lee, «conocimientos tecnológicos ,
económicos y ambientales» (11) .

Ciertamente entre las Agencias Federales difie-
ren, según la acción o programa, hasta qué grado
incluir en sus EIS impactos sobre el medio am-
biente social (12) . En la misma medida sucede con
los impactos económicos que no necesariament e
son considerados por todas Ias Agencias aunque ,
como se ha señalado ya, se detecta en los últimos
años una creciente presión por identificar y eva-
luar los probables impactos sobre la dimensión so-
cial, económica y la calidad del medio ambiente
humano además, obviamente, de los impactos so-
bre el medio ambiente físico-natural (biológico) .

El alcance y contenido de los impactos no pue-
de ser más amplio . Son más de diez las Agencias
que incorporan los impactos de las acciones pro -
puestas en la conservación de la energía . Otras re -
quieren también la distribución de los impactos
ambientales en las poblaciones recipiendarias .
Concretamente el Department of Housing an d
Urban Development exige la distribución de los
efectos adversos ambientales y del acceso a los be -
neficios de las acciones propuestas (13) .

tement of Policy . 39FR, 1986 . mayo 1974, se refiere siempre
al <<medio ambiente natural y humano» . Otras veces la norma-
tiva utiliza expresiones como : «minimizar impactos adversos y
evaluar implicaciones a corto y largo plazo de las acciones pro-
puestas sobre el hombre, su entorno físico y social, y sobre l a
naturaleza» .

(11) Norman LEE, 1983, loc . cit ., p . 6 .
(12) La NRC, The Forest Service, Department of Com-

merce . Housing and Urban Development, Transportation . . .
son algunas de las Agencias que creen que estos impactos dc-
ben ser totalmente considerados . Véase Richard N . L . AN-
DREWS : .NEPA in Practice : ¿Environmental Policy or Ad-
ministrative Reform?», en Environmental Law Reporter, 3 ,
1976 .

(13) Richard N . L . ANDREWS, 1976, loc . cit .
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La normativa americana comentada conced e
también importancia a la descripción y análisis de
las alternativas posibles, incluyendo, también
aquí . una evaluación anticipada de los impactos
de naturaleza ambiental, social y económica de la s
mismas . Evidentemente una de las alternativa s
puede ser cancelar la acción o posponer el pro-
yecto a otro emplazamiento (14) . El CEO incide
repetidamente en que la planificación de proyec-
tos y la toma de decisiones debiera incluir la iden-
tificación y evaluación sistemática de las alterna-
tivas . Las regulaciones de este organismo desta -
can este aspecto al hacer notar que esta evalua-
ción de alternativas «representa el núcleo del in -
forme sobre el impacto ambiental, debiendo ex -
ponerse los impactos ambientales de la propuesta
y de las alternativas de una forma comparativa . . .
proporcionando así al público y al responsable de
la toma de decisión una base clara para la selec-
ción entre las distintas opciones» (15) .

Las guías y regulaciones inciden también sobre
una dimensión, que trataré con más extensión e n
la segunda parte del trabajo, y que es aquella que
relaciona este procedimiento con la ordenació n
del territorio . El EIS, en Estados Unidos, debe in-
cluir un análisis de la consistencia relativa del pro-
yecto y alternativas con los fines y objetivos de
cualquier plan urbano que pueda resultar afecta -
do, identificando conflictos conocidos o potencia -
les con los planes y programas estatales, regiona-
les o locales de usos del suelo (16) .

La normativa tratada contempla otro aspecto
controvertido referente a los impactos acumulati-
vos que, a veces, un enfoque incrementalista pre -
tende soslayar u oscurecer . Por ello insiste en que
cl EIS debe contener, además de las consecuen-
cias directas e indirectas, a corto y largo plazo, lo s
impactos ambientales acumulativos o interrelacio-
nados de la acción propuesta y con otros proyec-
tos federales .

Con la normativa EIS se cuestiona el compor-
tamiento «incrementalista» que describiera Bray-
brooke y Lindbloun (17) imponiéndose un reto di -
recto y efectivo al tradicional mecanismo por e l
que el gobierno americano venía abordando l a
complejidad del medio ambiente, fragmentand o
los problemas complejos en aparentes problema s
aislados, dispersándolos entre diferentes órgano s
de la Administración para su resolución y aten-
diéndolos, secuencialmente y desconexionados ,
en lugar de enfocarlos de forma integral y com-
prensiva (18) . Análisis compartimentalizados de
un único proyecto o de pequeñas inversiones en

(14) Thomas B . STOEL . Jr . and S . Jacob SCHERR . loc .
cit . . señalan cómo «en USA se han cancelado proyectos como
resultado del análisis EIA . o se ha alterado el diseño de mu-
chos proyectos» . Santiago GONZALEZ: «Marco Jurídico Es-
pañol de las Evaluaciones de Impacto Ambiental» . Jornada s
Sevilla, 1988 . loc . cit ., nos recuerda también cómo «en el ha-
ber de la NEPA ha de anotarse el rechazo de muchos proyec-
tos insatisfactorios . . .», p . 6 .

(15) Ver CEO, 1978 . citado por L . W. CARTER, en Jor-
nadas de Sevilla, 1988, loc . cit ., pp . 10 y 30 .

(16) Council on Environmental Quality Guidelines, au -
gust 1 . 1973 (38FR, 20050) .

un mismo programa enmascaran frecuentemente
la cuestión trascendental de los resultados acumu-
lados de ese troceado del proyecto o de esa cade -
na de pequeñas inversiones, que deben ser vistas
de forma global como un único producto o pro-
yecto .

La NPA ha desvelado con su procedimiento e l
que esa acción puede tener impactos indirecto s
(efectos secundarios) importantes sobre el medio
ambiente que, sin embargo, no son aparentes en
la propuesta inicial . Un caso típico es el puente
que pretendió construirse sobre la bahía de San
Francisco . cinco millas al sur del actual Oakland
Bay Bridge, protagonista en el reciente terremoto
de octubre de 1989 . El proyecto fue rechazado fi-
nalmente al considerarse los impactos indirectos ,
ya que impedía el desarrollo de un transporte pú
blico equilibrado, incrementaba el tráfico de au-
tonomóviles en San Francisco, dificultaba los pro-
blemas de aparcamiento y afectaba negativamen-
te a la calidad de vida urbana (19) .

Esta extracción de cuestiones o problemas d e
interés que plantea la NEPA, y toda la legislació n
y praxis posterior del proceso EIS, resultará d e
gran interés para abordar críticamente la norma-
tiva española y la incipiente práctica que desde ju-
lio de 1988 se experimenta .

2 .1 . Síntesis de aspectos y problemas relevantes
de la experiencia americana

La puesta en práctica de la NEPA en 1970 sig-
nifica hoy una larga experiencia en el proceso EI A
que obliga a una seria atención y reflexión siste-
matización de esos factores relevantes debe resul-
tar de gran interés para el debate aún pendient e
en España .

• El procedimiento puede afectar a planes ,
programase incluso políticas, además de a
proyectos .

• La concepción del «medio ambiente huma -
no» es amplia, afectando a impactos o consi-
deraciones sociales, económicas, territoria-
les . . ., según los casos, además de a los im -
pactos físico-naturales .

• Se insiste en un enfoque interdisciplinar, in-
tegrando ciencias naturales, sociales y física s
con el diseño ambiental, en el planeamient o
y proceso de toma de decisiones .

• Reiteradamente se señala que deben identi-
ficarse las características de la población y s u
crecimiento, así como la relación del proyec -

(21) D. BRAYBROOKE and C . LINDBLOM : A strategy
of Decision, USA. 1963 .

(22) Richard N . L . ANDREWS . 1976 . loc . cit . Ver tam-
bién Alan S . MILLER, Frederick R . ANDERSON and Ri -
chard A . LIVOFF : .The National Environmental Policy Ac t
and Agency Policy Making» . Environmental Law Report, 3 .
1976. para el análisis de los efectos acumulativos .

(23) Robert CAHN : .The Impact of NEPA on Public Per-
ception of Environmental Issues», Environmental Law Report ,
3 . 1976 .
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to con los planes de usos del suelo, política s
y controles para el área afectada .

• Se contempla en profundidad, cuando proce-
de, la descripción, estudio y evaluación de al-
ternativas razonables, considerándose la op-
ción de no action .

• La NEPA concede gran importancia a la con-
sulta y participación pública, entendiéndos e
que debe iniciarse lo antes posible . Sc reco-
noce que la capacidad de supervisar los EIS
y alternativas antes de la toma de decisione s
representa una reforma administrativa im -
portante . Racional porque permite un escru-
tinio independiente y contrastado, además de
una verificación de las bases analíticas y po-
líticas para las decisiones gubernamentales ; y
democrática puesto que facilita un acceso
más amplio a un conocimiento previo de las
intenciones de los promotores . Como apun-
taba Robert Cahn «si se incrementa sustan-
cialmente la participación pública será un
éxito, si esto no ocurre será un fracaso» (20) .

• El EIS es un instrumento que ha demostra -
do ser válido tanto para la coordinación fe-
deral entre agencias, como para las relacio-
nes intergubernamentales en gestión ambien-
tal . Y ello frente a la existencia, hasta s u
puesta en vigor, de una considerable ausen-
cia de comunicación entre las agencias fede-
rales y estatales .

• La NEPA ha tenido el efecto indirecto de es-
timular la investigación aplicada de ecosiste-
mas y otros elementos del medio ambiente
humano, así como de sus interrelaciones .
Además, ha favorecido una mayor percep-
ción y educación, de políticos y ciudadanos ,
en relación con los problemas medioambien-
tales, implicando ello la planificación y el
control, además de la racionalización del ni-
vel de debate .

• Existe una crítica generalizada a que los EIS
han sido, frecuentemente, demasiado largos
y escritos en un lenguaje muy técnico y com-
plejo . Ello ha dificultado sintetizar los pro-
blemas claves para tomar una decisión, razó n
por la que ahora se enfatiza -señala Nor-
man Lee- que la información sea fácilmen-
te entendible, habiéndose puesto también
una limitación al tamaño del EIS . Las cues-
tiones claves se presentan en un resumen no
técnico y los detalles técnicos se llevan como
apéndices (21) . L. W . Canter incide también
en esta crítica cuando razonablemente afir-
ma que «la cantidad de información y el aná-
lisis EIA deberá guardar relación con la im-
portancia del impacto» (22) .

• La NEPA ha cuestionado el comportamien-
to « incrementalista» en la toma de decisio -

(20) Robert CAHN, 1976, toc . cit .
(21) Norman LEE, 1983, toc . cit.
(22) L. W. CANTER . Jornadas Sevilla, 1988, toc . cit .
(23) Norman LEE : Applied Geography, 1983 y Built En-

vironment, 1978 . loc . cit .

nes . Ello supone un reto al tradicional meca-
nismo compartimentalizador por el que el sis-
tema de gobierno ha abordado la compleji-
dad del medio ambiente humano . Fragmen-
tar los problemas complejos pretendiéndolo s
resolver como múltiples problemas aislados
y dispersándolos entre distintas administra-
ciones para su resolución ha sido la tónica ge-
neralizada en la gestión ambiental . La divi-
sión de los proyectos, o inversiones escalo-
nadas en programas, dificulta claramente l a
evaluación de los efectos acumulativos .

• Numerosos Estados han adoptado, por vía de
simples decisiones administrativas, particula-
res procedimientos para los EIS . Casi toda s
las leyes estatales contemplan ahora EIS para
acciones, proyectos o programas dependien-
tes directamente de las agencias estatales ,
tanto para iniciativas gubernamentales como
para actividades privadas . Cada Estado regu-
la incluso su particular procedimiento sobre
la participación .

• Finalmente, la preocupación de que el siste-
ma EIS retrasaría la autorización de nuevos
proyectos no se ha cumplido en Estados Uni -
dos, a pesar de haberse cancelado iniciativas
o alterado el diseño de muchos proyecto s
como consecuencia del análisis EIS .

3 . EL CONTEXTO EUROPEO COMO
CONTRASTE

Una selección de sólo algunos de los aspecto s
más relevantes de las experiencias europeas en el
análisis de impacto ambiental permite entresacar
algunas características y atributos del proceso EIA
de gran interés para la incipiente experiencia es-
pañola . Pendientes aún de disponer de un dilata -
do horizonte temporal que facilite un análisis con -
trastado de la reciente Directiva Comunitaria, los
trabajos de Norman Lee (23) y D . Reinhard Coe-
nen and Juliana Jorissen (24) ofrecen ya resulta -
dos significativos .

Tan pronto como se conoció la iniciativa ame-
ricana con la NEPA, que debió mucho al movi -
miento ambientalista en aquel país, reflejado en
la Conferencia de Estocolmo de 1972, países com o
Australia, por vía legislativa en 1974, Canadá en
1973 por simple decisión administrativa e Israel ,
iniciaban durante la primera mitad de los setenta
Ia adopción de estudios de impacto ambiental . En
Europa, la República Federal Alemana propus o
el procedimiento en 1971, adoptándolo en 1975 ,
Francia en 1976, con la Ley de Protección de l a
Naturaleza, Irlanda también en 1976, junto a
Gran Bretaña en 1975, con The Local Govern-
ment Act, Holanda en 1976, etc . Todos ellos, unos

(24) D. Reinhard COENEN and Juliane JOVISSEN : «E l
EIA en los Estados Miembros de la Comunidad Europea», e n
Jornadas Sevilla, nor . 1988 .
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por vía legislativa y otros por simple decisión ad-
ministrativa . buscaron la incorporación de algú n
sistema EIA para proyectos públicos o planes co n
potenciales impactos ambientales (25) . Algunas
características de esas experiencias en determina -
dos países muestran los puntos críticos del proce-
so aún por perfeccionar .

Así, en Gran Bretaña hubo, desde la primer a
mitad de los setenta, un enriquecedor debate, ca-
nalizándose el EIA a través de los problemas d e
usos del suelo y planificación territorial regulado s
por el Town and Country Planning Act (26) . Dc
esta manera, el EIA aparecía integrado en los sis -
temas administrativos de control del desarroll o
existentes como instrumento complementario d e
su estructura de planificación territorial, y no
como requerimiento obligatorio con técnicas y
contenido específico en función del proyecto . S i
se entiende que el Análisis de Impacto Ambienta l
(EIA) debía comenzar cuanto antes, permitiend o
un examen eficaz de alternativas e incluyendo ,
cuando fuera apropiado, el estudio de impactos
sociales y económicos, además de los que afecta -
ran al medio ambiente físico (27) .

AI reconocerse que el promotor no es impar-
cial, se establece que es la autoridad de planea -
miento quien debe responsabilizarse de realizar e l
análisis, aunque los costes se repartan . si no se es-
tipula otra cosa, entre el promotor y la autoridad
de planeamiento . También se arbitra que los jui-
cios subjetivos con respecto a la importancia re-
lativa de cada impacto deben dejarse para los res-
ponsables de tomar las decisiones, por lo que e l
informe EIA debe ser un documento imparcial y
no un documento de conclusiones, recomendacio-
nes o decisiones (28) .

Por otra parte, el caso del reactor nuclear d e
Winscale (Winscale Inquiry-Fast Breeder Reac-
tor) motivó una profunda polémica en la que in-
tervino la Town and Country Planning Associa-
tion defendiendo la tesis de que el conflicto no er a
local, sino de política nacional y, consecuentemen-
te, que el Análisis de Evaluación Ambiental in-
cardinado en el procedimiento de planificació n
tradicional, no servía para evaluar este tipo d e
proyectos de alcance global o cuando menos na-
cional . La restricción del enfoque ambiental EI A
a los proyectos, junto al debate de si debe ser un
proceso separado o integrarse en el procedimien-
to de control del desarrollo en el planeamiento ,

(25) Ver Serge HEBRARD : «Les Etudes D'Impact sur
L'environnement devant le Juge Administratif», en Revue Ju-
ridique de L'environnement, 2 . 1981 .

(26) Geoffrey THIRLWALL : Built Environment, 1978 ,
loc . cit . Ver también Thomas B . STOEL and S . Jaco b
SCHERR . 1978 . loc . cit .

(27) CATLOW J . and THIRLWALL . G . : .Environmen-
tal Impact Analysis”, DOE . Research Report. núm . 11 . De-
partment of the Environment, London . 1977 .

(28) G. THIRLWALL : Built Environment. 1978 . loc . cit .
(29) Norman LEE . 1983, loc . cit .
(30) Tamblen por via legislativa integraron procedimien-

tos de impacto ambiental en su derecho interno . Quebec en

ha venido catalizando gran parte de la controver-
sia hasta la presente década (29) .

En el caso francés, sin embargo, como en Es-
tados Unidos, la incorporación del EIA se realizó
a través de una nueva legislación ambiental (30) .
La Ley de Protección de la Naturaleza de 10 d e
julio de 1976, que entró en vigor en enero de 1978 ,
obligaba a la realización de estudios de impacto
por el promotor, controlados administrativamen-
te por el Ministerio de Medio Ambiente . Regla-
mentariamente se precisó el contenido de los es-
tudios de impacto remitiéndose, de forma excesi-
vamente encorsetada, a la evaluación de los efec-
tos de la acción del hombre sobre su medio natu-
ral . El Decreto de 12 de octubre de 1977 (31) a l
precisar en qué consiste el medio ambiente enu-
meraba una serie de factores relativos sólo a l a
protección de la naturaleza o medio natural, rete-
niendo una visión muy estrecha del medio ambien-
te . Por ello se criticó mucho la ley del 76 al no se r
una ley sobre el medio ambiente en su sentido am-
plio, sino una Ley sobre la protección de la natu-
raleza (32) . La Administración, sin embargo, aun -
que la Ley no mencionara expresamente otro s
efectos o impactos, ha venido incitando y promo -
viendo el análisis más comprensivo del medio am-
biente incorporando efectos indirectos, a medio y
a largo plazo, impactos sociales, económicos y cul-
turales del proyecto .

Este procedimiento francés, previo a la poste-
rior incorporación de la Directiva europea, no
contempla la presentación de alternativas como
jurídicamente obligatoria, aunque fuera necesari o
dar referencias en cuanto a que el proyecto era e l
menos perjudicial desde el punto de vista ambien-
tal . El estudio de impacto era, por otra parte, pú-
blico, incidiéndose en la importancia de la trans-
parencia en la decisión, si bien tenía el inconve-
niente de no permitir la participación ciudadan a
hasta el final del procedimiento, por lo que le va -
lió serias críticas que obligaron a introducir nue -
vas regulaciones sobre el procedimiento y alcance
de las audiencias públicas y consultas e n
1985 (33) .

Efectivamente, el procedimiento tenía impor -
tantes restricciones pues el Estudio de Impacto n o
constituía un acto administrativo especial por l o
que no existía efecto jurídico inmediato . Además
sólo se aplicaba a proyectos sin posibilidad de
cuestionar la validez del mismo, o su localización ,
al quedar esto decidido en fases previas .

1972 y 1978, Australia en 1974, Irlanda en 1976, Luxemburg o
en 1978 . etc . Ver Serge HEBRARD, 1981, loc . cit .

(31) Decreto de Aplicación núm . 77-1141 . del 12 de octu-
bre de 1977 . J .O . del 13 de octubre de 1977 . Otros textos d e
naturaleza reglamentaria que han precisado el contenido d e
los estudios de impacto son el Decreto del 21 de septiembre
de 1977 . J .O . de 8 de octubre de 1977 y el Decreto del 20 de
diciembre de 1979 . J .O . de 22 de diciembre de 1979 .

(32) Michel PRIEUR: «El respeto del Medio Ambiente y
los Estudios de Impacto», Revue Juridique de L 'environnment .
2/1981 .

(33) Michel PRIEUR. loc . cit .
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Con la incorporación de la legislación comuni-
taria muchos de esos aspectos quedan . evidente -
mente, superados . Así, prácticamente todos los
proyectos del apéndice II de la Directiva Comu-
nitaria tienen ahora que someterse a un EIA al ha-
ber establecido Francia valores límites o criterio s
muy bajos, aunque resulta interesante reseña r
cómo se crea para estas acciones un procedimien-
to simplificado (Notes d'Impact), lo que abre un a
vía sugestiva que al parecer se está también con -
templando en Grecia (34) .

Tras este análisis puntual retrospectivo del caso
de Gran Bretaña y Francia, resultan de interés al-
gunas características singularizables de prácticas
que se detectan en países comunitarios, desarro-
lladas con extensión en Reinhard Coenen and
Jorissen (35) .

Es digno de resaltar el caso de Holanda, paí s
que está al frente de la política ambiental europe a
con una legislación que supera las exigencias de
la CEE . En 1981 presentó ya un borrador de le-
gislación sobre el EIA en el Parlamento, incluyen -
do en el mismo además de a proyectos, ciertos pla-
nes y políticas . Tanto Holanda como Francia, y l a
RFA, han tendido a considerar, dentro de un sis -
tema EIA, la aprobación de planes y programas ,
además de proyectos (36) . En la actualidad la Le y
prevé en este país un control independiente por
la Comisión EIA y una inspección pública en la
que, como en Italia, una comisión de expertos reu-
nida por el Ministerio del Medio Ambiente reali-
za la valoración sobre la idoneidad del EIA . La
mayoría de los Estados miembros han introduci-
do una inspección externa del EIA por un órgano
neutral aunque, como señalan R. Coenen y J . Jo -
rissen, la directriz no lo exige explícitamente (37) .
La normativa de los Países Bajos concede, final -
mente, gran importancia a la participación públi-
ca y al análisis de alternativas .

En Dinamarca el EIA se integra en el marco de
la planificación regional, dándose una participa-
ción ciudadana temprana y exhaustiva y estimu-
lándose activamente a la opinión pública con cam-
pañas informativas y fomentando el debate, estan-
do obligada la administración a publicar todas la s
decisiones y a justificarlas o fundamentarlas . Re-
sulta de particular interés que sea la autoridad ,
responsable de la planificación regional, la que
realice el control y la evaluación del EIA en e l
que, obviamente, se toman también en cuenta lo s
impactos socioeconómicos . Este procedimiento, a
través de la planificación territorial, garantiza l a
política preventiva en contraste con el caso más
habitual en el que el EIA se concentra principal -
mente en el procedimiento de autorización d e
proyectos (38) .

Portugal es otro país que tiene previsto intro-
ducir el Sistema EIA también para proyectos d e
desarrollo regional y de planificación territorial e n
general . Aquí, el procedimiento EIA se antepon e
al de autorización y se realiza por el Ministerio d e
Planificación y Administración del Dominio Pú-
blico y no por la autoridad que otorga la autori-
zación del proyecto . Es digno de resaltar cómo e n
este país participa también una comisión de ex -
pertos . ajenos al proyecto y creada para la reali-
zación y control del EIA, junto a las Direcciones
Generales para el Medio Ambiente y Planificació n
Territorial, que dependen del Ministerio cita -
do (39) .

En Bélgica, región Valona, la decisión sobre s i
hay que someter un proyecto al proceso EIA debe
basarse en un informe de prueba previo . Las au-
toridades competentes para la autorización tiene n
la responsabilidad de llevar a cabo el EIA con la
información del promotor del proyecto, siendo s u
elaboración responsabilidad de una persona u or-
ganización neutral designada oficialmente (40) . Se
concede importancia a la consideración de alter -
nativas, sobre todo para proyectos públicos, y s e
prevé un control externo por una comisión de ex -
pertos independientes .

Es obligado destacar, finalmente, el caso d e
Grecia, donde para cada proceso EIA se articula
una comisión de miembros de distintos ministerio s
con la Presidencia del Ministro de Protección del
Medio Ambiente, Planificación Territorial y
Obras Públicas, bajo cuyo Ministerio recae la rea-
lización del proyecto y de la evaluación de resul-
tados . Ya desde 1981 existen reglamentaciones so-
bre el EIA para instalaciones industriales, sopor-
tadas en la Ley para la Protección del Medi o
Ambiente .

Las reflexiones y consideraciones precedente s
tienen la finalidad de enmarcar, referencialmen-
te, las sugerencias y apreciaciones que en la se-
gunda parte de este trabajo se harán sobre el cas o
del Estado español .

4 . LA CEE Y LA DIRECTIVA DE
EVALUACION DE IMPACTO
AMBIENTAL

En los años cincuenta los problemas ambienta -
les de la Comunidad Económica Europea no apa-
recían aún graves, ni para el libre mercado ni para
la Humanidad y ecosistemas, por lo que el Trata -
do Comunitario no incluyó entre sus competen -
cias la política ambiental . Más tarde, las medidas
de protección ambiental implantadas individual -
mente por los Estados miembros comenzaron a
causar «distorsiones económicas y de la competen-

(34)

	

D . Reinhard COENEN and Juliane JORISSEN, Jor-
nadas Sevilla, 1988, loc . cit ., p . 14 .

(37)

	

Reinhard COENEN et al ., Jornadas Sevilla, 1988 ,
loc . cit ., p . 6 .

(35) Ibid. (38) Ibid ., p . 5 .
(36) Norman LEE and C . WOOD, Built Environment, (39) Ibid ., p . 26 .

1978 . (40) Ibid ., p . 7 .
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cia en el mercado común» (41) . Precisamente esa
potencial distorsión de los mercados parece haber
sido el detonante para que la Comunidad pusiera
en marcha su política ambiental, en 1972, por me -
dio de los Programas de Acción .

El acuerdo de los Estados miembros modifican -
do el Tratado de Roma a través del Acta Unica
ha conferido un nuevo status a la política me-
dioambiental, dándole un impulso cada vez más
consistente . El Acta Unica Europea (1986) modi-
fica pues el Tratado de la CEE e incluye ya un
nuevo título sobre medio ambiente dotándole d e
fundamentación jurídica . Desde sus inicios incid e
en preservar la competencia con el mercado co-
mún recordando que «Ia acción de la Comunida d
en lo que respecta al medio ambiente se basará e n
los principios de acción preventiva de corrección ,
preferentemente en la fuente misma, de los ata-
ques al medio ambiente y de quien contamina
paga» (42) . Para ello, el IV Programa de Acción
en materia medioambiental, hoy vigente, cita
como instrumentos apropiados :

- Aplicación eficaz de la Directiv a
85/331/CEE del Consejo, de 27 de junio de 1985 ,
relativa a la evaluación de las repercusiones de de -
terminados proyectos públicos y privados en e l
medio ambiente .

- Integración de la dimensión medioambien-
tal en las restantes políticas comunitarias .

4.1 . Antecedentes

La Comisión Europea venía preocupándose d e
la conveniencia de modificar la legislación am-
biental preventiva desde mediados de los setenta
a través de la llamada «necesidad de armoniza-
ción», pero no era la única organización europe a
preocupada con la valoración ambiental . La Co -
misión Económica de las Naciones Unidas para
Europa abordaba también ese tema (43), como lo
hace la OCDE que se interesó ya en 1974 sobre
los efectos medioambientales de grandes proyec-
tos, adoptando entonces cl principio de los estu-
dios de impacto (44) .

El Consejo Europeo de Derecho del Medi o
Ambiente, en Resolución número 7, adoptada e l

(41) Resolución del Consejo de las Comunidades Eu-
ropeas y dc los Representantes de los Gobiernos de los Esta -
dos Miembros reunidos en el Seno del Consejo, de 19 de oc-
tubre de 1987 . Programa de Acción en materia de Medio Am-
biente (1987-1992), 87/C, 328/01 . Diario Oficial de las CEE .
7/12/87, p . 1 .

(42) Ibid ., p . 2 .
(43) United Nations Economic Commission for Europe .

Environmental Impact Assessment : Proceedings of UNEC E
seminar . Oxford . Pergamon . 1979 ; la Oficina de Industria y
Medio Ambiente de las Naciones Unidas en París ha prepara -
do guías para la valoración ambiental . United Nations Envi-
ronment Programme . Guidelines for Assessing Industrial En-
vironmental Impact and Environmental Criteria for the sitin g
of Industry (Industry and Environmental Guidelins Series .
vol . I) . París, UNEP . 1989 : HTUN, M . N . : ,(Development o f
UNEP Guidelines for Assessing Industrial Environmental Im -
pact and Environmental Criteria for the Siting of Industry ., i n
Clark, B. D., et. al. (eds .) . 1984 . Para ver antecedentes del

3 de junio de 1978 en Colmar, estableció también
unos Principios Directores para el procedimiento
de estudios de impacto (45) . El Consejo apunt a
diecinueve principios de enorme interés, incidien -
do en sus considerandos en que «las consecuen-
cias ecológicas no pueden ser evaluadas verdade-
ramente más que con la participación efectiva d e
los ciudadanos afectados» por lo que enfatiza l a
necesidad de «garantizar la transparencia en e l
proceso de decisión» . También se contemplaba
entonces que un organismo independiente debía
decidir los casos concretos dudosos además de qu e
pudiera prescribirse que expertos u organismos in-
dependientes estuvieran encargados de la prepa-
ración del estudio de impacto en su totalidad o en
parte, pagados por el promotor . Resalta en el do-
cumento la insistencia que se hacía en la partici-
pación incluyéndose audiencias públicas con pre-
sencia del promotor obligado a responder a las ob -
jeciones y observaciones formuladas (Princi-
pio X) ; nuevamente se habla de la participación a
través de un proceso verbal de audiencia públic a
con eventuales expertos, etc . (Principio XII) ; re-
sulta significativo, finalmente, que el proceso s e
contemple también para programas, además d e
proyectos (Principio XIV) .

En la CEE, después de cinco años de informes ,
estudios, profundos debates internos y más d e
veinte borradores de versiones de la Directiva, l a
Comisión Europea publicó finalmente en junio d e
1980 su «Propuesta de Directiva del Consejo con-
cerniente a los impactos ambientales de cierto s
proyectos públicos y privados» (46) . En ella sc in-
siste en las preocupaciones respecto al funciona-
miento del mercado, pudiéndose leer en sus pri-
meras líneas : << . . . una significativa disparidad en-
tre las medidas en funcionamiento en varios de lo s
Estados miembros con respecto a la valoración de
los efectos ambientales pueden crear condiciones
competitivas desfavorables y, consecuentemente ,
afectar directamente al funcionamiento del mer-
cado común. . .» . Como señala Williams, R . H ., l a
CEE estaba preocupada con la movilidad de in-
dustrias y actividades en el mercado europeo y a
que podría buscar localizaciones en Estado s
miembros con bajos estándares de protección am-

procedimiento EIA en organismos internacionales ver tambié n
Serge HEBRARD . 1981, loc . cit ., p . 130 .

(44) Consejo de la OCDE, 14 noviembre de 1974, Reco-
mendación C .74-216 . Para una revisión del desarrollo interna-
cional del EIA ver CLARK, B . D ., BISSSET, R., and WAT-
HERN, R . : «Environmental Impact Assessment : A . Biblio-
graphy with Abstracts», London, Mausell, 1980 .

(45) «.Consejo Europeo del Derecho del Medio Ambien-
te», en Revue Juridique de L ' environnment, 2, 1981 .

(46) Commission of the European Communities Draft Di-
rective Concerning the Assessment of the Effects of Certari n
Public and Private Projects on the Environment . Com (80) 31 3
Final . Luxemburg . . Journal Officiel CE, C/169, vol. 23, 9 d e
julio, 1980 . Ver también SHEATE, W . R . : .The EEC Draft
Directive on Environmental Assessment of Projects : Its His-
torical Development and Implications», London, Imperia l
College . 1984 . Unpublished MSc . Thesis ; William V . KEN-
NEDY : «The Directive on Environmental Impact Assess -
ment. . Environmental Policy and Law, 8 . 1982 .
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biental y así crear serios problemas de distorsión
en el mercado (47) .

Aunque la Asamblea Parlamentaria del Conse-
jo de Europa adoptó una recomendación sobre e l
impacto ambiental de grandes instalaciones indus-
triales el 27 de febrero de 1981 (48), no fue, si n
embargo, hasta el 27 de junio de 1985 cuando la
Directiva es totalmente adoptada, notificándose a
los Estado miembros el 3 de julio de 1985 .

Por lo que respecta a los Programas de Acción
en materia medioambiental, cabe destacar cómo
desde el Tercer Programa de Acción (1982-1986 )
se proponía explorar la posibilidad de usar el aná-
lisis EIA en la evaluación de esquemas de planea -
miento físico, programas de desarrollo económico
y regional, y nuevas tecnologías (49) .

El Cuarto Programa de Acción en materia de
medio ambiente (1987-1992) reconoce que desde
el Tercer Programa (1983-1986) se había produci-
do una clara evolución del pensamiento político y
del enfoque de la protección medioambiental . E l
criterio preventivo se convierte ya en el enfoqu e
central y se explicita que esta prevención debería
llevarse a cabo mediante la integración de las exi-
gencias medioambientales en la planificación y
ejecución de medidas en numerosos sectores eco-
nómicos y sociales . Se insiste en una valoración
previa de la repercusión sobre el medio ambiente
como instrumento de capital importancia para ga-
rantizar dicha integración . Su punto 1 .5 explicita :
«, . . la necesidad de una política comunitaria d e
medio ambiente desarrollada en el núcleo de las
demás políticas comunitarias» . Las exigencias de
la política de medio ambiente deben, consecuen-
temente, transformarse en un elemento constitu-
tivo de las demás políticas comunitarias, citándo-
se en concreto : o . . . las políticas económica, indus -
trial, agrícola y social aplicadas tanto por la Co-
munidad como por sus Estados miembros» (50) .

También cl Cuarto Programa incide, con espe-
cial insistencia, en el alcance de esta actuación
preventiva no ya sobre proyectos sino sobre polí-
ticas y programas . Así señala «la evaluación de la s
propuestas de actuación desde un punto de vist a
medioambiental (refiriéndose a la Directi-
va 85/377/CEE) no es suficiente para garantizar l a
inclusión adecuada de los requisitos de protecció n
del medio ambiente en otras áreas políticas» (51) .
Esta necesidad de ampliar el abanico se manifies-
ta explícitamente al afirmar : o . . . la integración d e
los requisitos de protección de medio ambiente en
la planificación y la ejecución de las políticas y
programas de desarrollo regional (y también d e

(47) Williams, R. H . : <,Land Use Planning, Pollutio n
Control and Environmental assessment in the EEC Environ -
mental Policy .., Out look in Planning, 26 (2), 1984, pp . 54-59 .

(48) Conscjo dc Europa . Recomendación 911 (1981) re-
lativa al impacto sobre el medio ambiente dc grandes instala-
ciones industriales ; informe Woag, Asamblea Parlamentari a
del Consejo de Europa . 7 de octubre de 1980. doc . 4641 .

(49) Citado por Norman LEE en Applied Geography ,
1983, loc . cit .

(5(1) Punto 9 .1 del Cuarto Programa de Acción
(1987-1992), loc . cit .

los proyectos individuales) es especialmente im -
portante» (52) .

4.2 . La Directiva Comunitari a

La Directiva de Evaluación de Impacto Am-
biental de determinadas obras públicas y privadas ,
aprobada en el Consejo de las CE de 27 de junio
de 1985, resultaba ineludible para homogeneiza r
las diversas legislaciones internas nacionales sobre
la EIA y armonizar el control del desarrollo y es-
tándares ambientales, con objeto de que la diver-
sidad en el tratamiento de dichas iniciativas no sig -
nificase una distorsión en el funcionamiento de l
mercado común. El principio director es valorar y
evitar al máximo la creación en origen de impac-
tos y perturbaciones ambientales en lugar de com -
batir después sus efectos .

La directiva, que responde al principio de un a
política medioambiental preventiva, trata en par-
ticular de armonizar el tipo de proyectos objeto
de valoración ambiental, las obligaciones princi-
pales del promotor y el contenido de la valora-
ción . El procedimiento está sujeto a un proces o
de consulta y sistemática aproximación para la ela-
boración de una decisión final sobre la autoriza-
ción o no del proyecto .

Es propósito de esta singular pieza legislativa fi -
jar unas líneas directrices, obligatorias para los Es-
tados miembros, que luego cada uno adaptará a l
derecho interno de cada país . Además, establece
la integración de este procedimiento especial de
evaluación dentro de los procedimientos ya exis-
tentes de autorización, definiendo los parámetro s
ambientales que hay que considerar en relación a
los efectos directos e indirectos de la actividad
proyectada y regulando el régimen jurídico de l
procedimiento .

Un objetivo presente en los primeros borrado -
res contemplaba introducir la valoración ambien-
tal o sus principios al planeamiento y toma de de-
cisiones no sólo de proyectos individuales, sino
también de planes de usos del suelo, programas
de desarrollo regional y programas económicos in-
cluyendo sectores específicos . Sin embargo, en la
Directiva final desaparece referencia alguna a pla-
nes, programas e incluso políticas, aunque se atis-
ba que el procedimiento actual representa una pri-
mera etapa hacia la valoración de planes y po-
líticas (54) .

Así, el Anexo I del texto comentado defin e
aquellos proyectos sujetos obligatoriamente a este
proceso de evaluación, y el Anexo II aquellos

(51) /bid., p . 2 .3 .5 .
(52) Ibid., p . 2 .3 .16 . El punto 2 .1 .4 insiste en que «la co-

laboración estrecha en la aplicación de las políticas comunita-
rias dc medio ambiente y regionales revestirá una importanci a
especial . .

(54) Se considera que la valoración de planes y programas
es más complicada . debiendo ser introducida por etapas . Ver
HAMMER, D . : «EEC Guidelins for Environmental Impac t
Assessment., in O'Riordan, 1 . and Hey . R . (eds .), «Environ-
mental Impact Assessment . . Farnborough, Saxon House .
1976 .
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otros que sólo estarán sujetos a evaluación cuan -
do los Estados miembros consideren que sus ca-
racterísticas lo exigen (55) . La Directiva, pues . no
distingue entre proyectos grandes o pequeños, n i
toma en consideración el hecho de que el signifi-
cado ambiental de un proyecto es, en la clasifica-
ción que realiza, en gran medida, dependiente de
su localización, escala y características individua -
les, procesos políticos . locales, etc . Si no se esta-
blecen, por los Estados miembros . criterios o um-
brales para aquellos proyectos incluidos en e l
Anexo II se puede crear una gran incertidumbr e
y arbitrariedad que desprestigie el procedimien-
to (56) . La Directiva se aplica sólo a aquellos pro-
yectos susceptibles de tener, se insiste, incidenci a
notable sobre el medio ambiente, en razón de s u
naturaleza, dimensión o localización» (art . 2 .") .
Su concepción del medio ambiente, comenzand o
por «cl hombre», es amplia . Cabe destacar tam-
bién, sin ser la pretensión entrar en una porme-
norización reglamentista, la gran importancia qu e
concede al proceso de información, consulta y par-
ticipación pública e institucional, radicando aqu í
una de sus funciones primordiales y, consecuente -
mente, la credibilidad del proceso EIA . El
Anexo Ill incide también en la descripción y eva-
luación de soluciones alternativas, cuando ello se a
procedente, dejando en cualquier caso claro qu e
sus disposiciones no prejuzgan la facultad de los
Estados miembros de establecer normas más es-
trictas, entendiéndose que sus exigencias son de
mínimos .

5 . REAL DECRETO DE EI A
Y REGLAMENTO DESD E
UNA PERSPECTIVA CRITICA

La adaptación de la Directiva Comunitaria se
realizó a través del Real Decreto Legislativo de
Evaluación del Impacto Ambiental 1302/1986 . de
28 de junio, siendo de obligado cumplimiento para
aquellas «obras, instalaciones o actividades some-
tidas al mismo que se inicien a partir de los dos
años de su entrada en vigor». Es decir, a parti r
del 20 de julio de 1988 .

El texto legislativo es muy escueto, e incluso im -
preciso, dando lugar a serios interrogantes de con-
cepción o definición, alcance y procedimiento .

Al calificar la EIA de «técnica», sin que así l o
haya hecho la Directiva, puede llevar a equívoco,
ya que el procedimiento EIA debe entenderse más
como un proceso que conlleva en muchos casos
técnicas para la predicción de impactos . Resulta -
ría muy confuso, y ciertamente incorrecto, que los
políticos entendieran que el proceso EIA se limi -

(55) Al definir los proyectos la Directiva sigue la legisla-
ción francesa y no la de EE.UU . en donde es el Council of En-
vironmental Quality quien determina los proyectos sujetos a
EIA .

(56) Para el desarrollo de criterios y umbrales . véas e
TOURLISON, P . : «The Use of the Methods in Screeing and
Scoping», in Clark . B. D ., et al (eds .) . pp . 163-194, <A Ma-
nual for the Assessment of Major Development Proposals» ,
London . HMSO . 1981 .

ta a ser una técnica nueva con la que se puedan
justificar decisiones que . por su naturaleza, so n
fundamentalmente políticas . Los métodos técni-
cos podrán ayudar, en ocasiones, a que el proce-
so de toma de decisiones sea más consistente y
contrastado, pero no a sustituir las complejas ca-
racterísticas de la problemática ambiental, que a
la postre exige decisiones fundamentalmente de
carácter político . Como ya ha señalado Sue Clif-
ford, «si el análisis de impactos se incorpora a l
proceso de planeamiento únicamente como otra
ayuda técnica a la toma de decisiones, entonces
quedarán de nuevo oscurecidas las cuestiones po-
líticas por los velos profesionales» (57) .

También Norman Lee insiste en definir al sis -
tema EIA como un proceso . concretando aún más
cuando apunta que «cl EIS forma una parte inte-
gral del procedimiento EIA cuyos elementos bá-
sicos son la preparación y publicación de un EIS
inicial (Estudio de Impacto Ambiental), la consul -
ta y participación pública y la preparación del do-
cumento final y su integración en el proceso de de -
cisión de la autoridad» (58) . Efectivamente, es en
ese contexto en el que cobra especial vigencia l a
extensa consulta y participación pública, que v a
implicada en el proceso, con objeto de que no
exista una pretendida absorción técnica de cues-
tiones que, además, tienen un importante conte -
nido político, al agrupar frecuentemente juicios de
valor de gran trascendencia .

En síntesis, pues, considerar el sistema EI A
como un instrumento profesional, «técnica», pue -
de crear el peligro de que los llamados experto s
profesionales, necesarios también en cl proceso ,
oscurezcan o desvirtúen lo que en esencia es un
análisis de decisión política .

El RD se dirige únicamente a proyectos, por lo
que la extensión del sistema EIA a otras catego-
rías de acciones, como planes, programas y polí-
ticas, tan incentivadas en las reflexiones más ac-
tuales sobre el tema, queda de momento relega -
da . Esta previsible extensión del procedimiento a
escalas de decisión superiores, como es práctic a
común en otros países, refuerza la visión de l a
EIA en cuanto que proceso más que como técnica .

La incorporación del necesario tratamiento de
alternativas al proyecto, aparece con timidez
(art . 2 ." C), aunque luego en el reglamento se l e
concede mucha mayor trascendencia .

Resulta, por otra parte, esperanzador el enfo-
que comprensivo con que inicia su tratamiento de l
medio ambiente al afirmar en su exposición de
motivos : << . . . desde una perspectiva global e inte-
grada y teniendo en cuenta todos los efectos de-
rivados de la actividad proyectada» .

En lo referente a la consulta y participación pú-
blica, tan enfáticamente contemplada en la Direc-

(57) Sue CLIFFORD : «EIA-some Unanswered Ques-
tions» . en Built Environment, 1978 . loc . cit .

(58) Norman LEE, Applied Geography, 1983, loc . cit . ;
también Michel PRIEUR califica el EIA de proceso adminis-
trativo, en Revue Juridique de L'environnment, 1981 . loc . cit . .
p . 104 .
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tiva Comunitaria como elemento crucial del pro-
cedimiento . sorprende el desnutrido tratamiento
que de esta importante fase procedimental se hace
en el RD que se limita a señalar que «la partici-
pación pública ha sido recogida a través de la con-
sulta institucional y la información pública de las
evaluaciones de impacto» . Este insuficiente trata-
miento de la participación que la reduce aparen-
temente a la información y no a la consulta, cho -
ca frontalmente con la Directiva Comunitaria que ,
además de darle un importante protagonismo e n
el texto, explícitamente requiere información y
consulta . La modalidad de la consulta la deja a l
criterio de los Estados que podrán «determinar l a
manera según la cual el público deba ser consul-
tado : por ejemplo, por escrito o por encuesta pú-
blica» (art . 6 .°, 3, Directiva) . El posterior Regla-
mento para la ejecución de este RD corrige en
parte esta dimensión participativa ampliándola y
acercándola al espíritu que desprende la Directi-
va Comunitaria .

Finalmente, el Anexo describe, someramente ,
las actividades sometidas a evaluación que coinci-
den con los nueve epígrafes del Anexo I de la Di-
rectiva Comunitaria, más tres epígrafes o proyec-
tos que incorpora el Anexo 11 .

EL REGLAMENTO EIA

El Reglamento de Evaluación de Impacto Am-
biental, desarrollado por Real Decreto 1131/1988 ,
de 30 de septiembre, realiza un esfuerzo impor-
tante por corregir las imprecisiones e insuficien-
cias del RD/1986, sobre todo en lo referente a l
procedimiento administrativo, entrando en vigo r
el 6 de octubre de 1988 .

Si bien sigue considerando la EIA como una
«técnica», cita ya a la evaluación como un «pro-
ccso» lo que es, sin duda, un avance .

Tras dirigirse sólo a proyectos o «actividade s
que conlleven incidencias notables . . . sobre e l
medio ambiente» matiza, en su artículo 6 .", el con -
tenido de la estimación de los efectos sobre el me -
dio ambiente que resulta en una concepció n
amplia del mismo . Como señala Santiago Gonzá-
lez, Subdirector de Planificación y Normativa d e
la Dirección General del Medio Ambiente, estos
efectos implican toda una serie de categorías que
pueden sintetizarse sumariamente en:

- Efectos de contaminación ; Efectos sociales ;
Efectos económicos ; Efectos tecnológicos-cultu-
rales ; Efectos ecológicos, sobre los elementos bió -
ticos de los ecosistemas, y sobre sus sistema s
funcionales y de relaciones ; Efectos visuales (pai-
sajísticos, sensu stricto) (59) .

(59) Santiago GONZALEZ : «Marco Jurídico de las Eva-
luaciones de Impacto Ambiental», en Jornadas Sevilla, 198h .
loc . cit .

(60) Mercedes PARDO : «EI estado de las evaluacione s
de impacto ambiental en España : limitaciones y oportunida-
des en la gestión del medio ambiente» . Estudios Territoriales ,
25 . 1987, p . 162 .

El Reglamento amplía ahora considerable -
mente la obligatoriedad de contemplar, valorar y
comparar alternativas . Así el Estudio de Impacto
Ambiental deberá «examinar las alternativas téc-
nicamente viables . . . e identificar y valorar impac-
tos, tanto en la solución propuesta como en sus al-
ternativas» (art . 7 .1 . Su artículo 8.° insiste : «un
examen de las distintas alternativas técnicament e
viables, y una justificación de la solución propues-
ta . . . : una descripción de las exigencias previsible s
en el tiempo, en orden a la utilización del suelo y
otros recursos naturales, para cada alternativ a
examinada» . Su artículo 9.° incide de nuevo en
ello al apuntar que el inventario ambiental y des-
cripción de las interacciones ecológicas y ambien-
tales claves comprenderá : «Estudio de la situación
ambiental actual y futura, con o sin la actuació n
derivada del proyecto objeto de la evaluación ,
para cada alternativa examinada» .

La identificación y valoración de «efectos nota-
bles para cada alternativa examinada» vuelve a re-
petirse en su artículo 10 . Finalmente, el documen-
to de síntesis comprenderá, además, «las conclu-
siones relativas al examen y elección de las distin-
tas alternativas» (art . 12) . El énfasis, pues, en la
cuestión de las alternativas es, realmente, más in-
cisivo incluso que el contemplado en la Directiva
Comunitaria .

Sorprende, sin embargo, el deficiente y desnu-
trido tratamiento que se sigue haciendo de un as-
pecto considerado crucial en el sistema EIA, l a
participación pública, que se presenta de forma tí -
mida e imprecisa, muy al contrario de la impor-
tancia dada en la Directiva Comunitaria a esta fa -
ceta del proceso, pues, como muy bien ha apun-
tado Mercedes Pardo, «Ia CEE plantea la idea d e
facilitar al máximo la participación pública . La Di -
rectiva trata el tema del derecho a la participació n
pública de una forma extremadamente cuida -
dosa» (60) .

Así como la Directiva contempla dentro de l a
participación pública, tanto la información desde
el inicio, como la consulta, el Reglamento, sin em-
bargo . únicamente se para, y de forma muy po-
bre y cicatera, en la información pública (arts . 1 5
y 17) . Esta pobreza del planteamiento podría
crear dificultades jurídicas con la CEE por no ha -
ber transcrito a la Legislación española esos míni-
mos que exige la Directiva . Este documento, n o
hay que olvidar, establece los requisitos mínimo s
que deberán recoger las legislaciones de los Esta -
dos miembros . Como bien señala Jorge Castan-
yer : «La participación ciudadana aparece en la Di-
rectiva como uno de los elementos básicos de l a
evaluación y su importancia se destaca en reitera -
das ocasiones» (61) . En su artículo 2 señala : Los
Estados miembros velarán :

(61) Jorge CASTANYER VILA : «Participación Pública
en la Evaluación de Impacto Ambiental», en Jornadas Sevilla ,
1988, loc . cit ., p . 2 ; «hay una gran decepción en las modalida-
des de participación» afirmó Castanyer en las Jornadas de Se -
villa, refiriéndose al Reglamento español .
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- Por que toda petición de autorización, así
como las informaciones recibidas en los términos
del artículo 5 .", sean puestas a disposición de l
público .

- Por que se dé al público afectado la posibi-
lidad de exponer su parecer antes de que el pro-
yecto sea aprobado .

Es decir, la Directiva claramente obliga a que
la participación se dé . por vías de acceso a la in -
formación, desde el principio . Pero, además, ha-
bla de modalidades de información y de modali-
dades de consulta, al incidir explícitamente en e l
puesto 3 del citado artículo :

«Los Estados miembros definirán las modalida-
des de esta información y de esta consulta, ya que
podrán :

- Detallar la forma en que el público puede
ser informado .

- Determinar la manera según la cual el pú-
blico deba ser consultado : por ejemplo, por escri-
to o por encuesta pública . »

Pues bien, nada de esto aparece en el Regla -
mento, lo que no ha impedido afirmar a Santiag o
González, Subdirector General de Planificación y
Normativa del Medio Ambiente :

«La Directiva sí asegura la necesidad de una
participación pública, no mera información, cuan -
do solicita la posibilidad de "exponer su parecer"
y cuando prevé que la evaluación debe efectuars e
con la información que pueda suministrar el pú-
blico afectado por el proyecto» (62) . El máximo
responsable de la transposición de esta normativa
entiende que «el estudio de Impacto Ambienta l
debe promover la participación ciudadana en lo s
proyectos y en las tomas de decisiones» (63), es-
tímulo que no se refleja, sin embargo, en el Re-
glamento a pesar de que el texto, en su introduc-
ción, reconozca que «los sistemas de prevenció n
han de ser elaborados sobre la base de una am-
plia participación» .

La realidad, consecuentemente, ha resultado en
un texto cicatero y absurdamente limitativo, te-
niendo en cuenta, como es notorio, que para el le-
gislador europeo, se insiste, el tema de la partici-
pación pública es muy importante, recomendán-
dose que debe realizarse desde las primeras fases
o etapas del procedimiento .

Mientras que el Reglamento, que sólo parece
admitir la información pública una vez realizad o
el EIA, sugiere que sólo puede participar el pú-
blico susceptible de ser afectado, afectación que
resulta muy difícil de delimitar, en la mayoría d e
los países antes contemplados pueden participar ,
sin embargo, cualquier persona u organización in-
teresada que lo estime conveniente (64) .

(62) Santiago GONZALEZ : Jornadas Sevilla . 1988 . loc .
cit ., p . 15 .

(63) Ibid ., p . III .
(64) D . REINHARD COENEN y Juliano JORISSEN, e n

Jornadas Sevilla, 1988, loc . cit ., p . 11 .
(65) Norman LEE and C . WOOD : «EIA . A Europea n

Pcrspective» . Built Environment, loc . cit . . p . 108 .

Continuar absurdamente limitando la informa-
ción y participación a la famosa cifra de «treinta
días hábiles» . independientemente de la escala ,
tipo y magnitud del proyecto, sin desarrollar en
profundidad las modalidades de participación, su
alcance y sus virtualidades en cuanto al proceso
de toma de decisiones, aparece ya hoy de todo
punto improcedente . Norman Lee y C . Wood se-
ñalaban premonitoriamente en 1978 : «Creo que l a
principal preocupación del sistema EIA radica en
sus aspectos procedimentales . . . particularmente l a
cuestión más sensible del papel de la consulta y
participación pública» (65) . Estos mismos autore s
afirmaban recientemente que entre los cambio s
más importantes que están anticipándose en el sis-
tema EIA, figuraba «una mayor atención a la con-
sulta efectiva y participación pública en el proce-
so EIA» (66) .

El Reglamento comentado establece, por otra
parte, un preanálisis participativo, previo a la rea-
lización del Estudio de Impacto, denominado sco-
ping en la literatura anglosajona . Esta faceta par-
ticipativa, practicada en EE.UU y varios paíse s
europeos . se recoge en el artículo 13 : « . . . el órga-
no administrativo de medio ambiente podrá efec-
tuar consultas a las personas, Instituciones y Ad-
ministraciones previsiblemente afectadas por l a
ejecución del proyecto con relación al impacto
ambiental . . .» . La exposición de motivos destac a
este aspecto, cuando señala : «la información no
sólo ha de ser proporcionada por el titular del pro-
yecto, sino que ha de ser completada por las au-
toridades y por el público susceptible de ser afec-
tado por el proyecto» . De esta fase del procedi -
miento, comenta Santiago González : «Este proce-
so de estimación preliminar o proceso de rastreo
o scoping, deberá basarse en las opiniones de es-
pecialistas funcionarios de las distintas administra -
ciones implicadas, ciudadanos, representantes de
grupos interesados y promotores» (67) . Efectiva-
mente, la introducción del proceso de consulta s
previas a la redacción del Estudio de Impacto Am-
biental, significa un avance importante en líne a
con la praxis del EIA en otros países, pues, como
insiste S . González, «la incorporación de la opi-
nión pública interesada en etapas tempranas de l a
evaluación, lejos de suponer un obstáculo o dila-
ción al proyecto, elimina dificultades y sensibili-
zaciones emocionales a posteriori» (68) .

El Reglamento comentado, aunque mejora
ciertamente el Real Decreto 1302/1986, continúa
presentando grandes carencias y limitaciones que
exigen la pronta revisión de múltiples facetas que
aparecen ignoradas o deficientemente tratadas .

(66) EIA Trainer's Newsletter, Edited by C . Wood y Nor-
man Lee, EIA Centre . Dep . of Town and Country Planning .
University of Manchester, Spring 1988, p . 2 .

(67) Santiago GONZALEZ : Jornadas Sevilla, 1988, loc .
cit ., p . 11 .

(68) Ibid ., p . 22 .
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6 . ASPECTOS RELEVANTES
A CONSIDERAR Y DEBATI R

A lo largo de la exposición se han entresacado
los atributos o facetas de la EIA que requiere n
particular atención, intentando además contras-
tarlas con la práctica, escasa pero incipiente ya ,
en el Estado. El objetivo, pues, de esta sección
no trata en absoluto de pontificar, sino de abrir
vías al debate y confrontación razonada que aún
está pendiente, ya que este importante instrumen-
to-proceso de la política ambiental no es técnico
en esencia, al estar sujeto a juicios de valor que ,
en definitiva, no son otra cosa que juicios políti-
cos, con un protagonismo trascendental en l a
construcción de la democracia .

No parece haber duda en cuanto a que en l a
normativa española comentada existen una seri e
de componentes que necesitan de esa reflexión y
debate que los clarifique, con independencia de l a
casuística de interpretaciones que afectan a la s
cuestiones procedimentales . Pero algunos de esos
aspectos no se circunscriben específicamente a l
caso español, sino que alcanzan la propia concep-
ción del sistema EIA en la Directiva Comunitaria
y en otras legislaciones y normativas referentes a
este procedimiento de política ambiental .

6 .1 . Categoría de acciones potencialmente
afectada s

En epígrafes precedentes se ha hecho alusión a
esta importante faceta del proceso ElA, ya que
en cuanto que instrumento fundamentado en l a
política ambiental preventiva debería incorporar -
se en procesos de decisión anteriores a los proyec-
tos, es decir, alcanza a las categorías de planes ,
programas y políticas .

Si bien en el caso español las acciones sujetas
al sistema EIA se limitan exclusivamente a los
proyectos que figuran en el Anexo II del Real De-
creto 1131/1988, en muchos otros países de den-
tro y fuera de la CEE este procedimiento alcanz a
cada vez con más frecuencia a planes, programa s
y políticas . Tanto Estados Unidos como Canadá ,
Holanda y RFA aparecen en la vanguardia de esta
ampliación que resulta absolutamente razonable y
lógica .

El cambio que se está anticipando, apoyado y
detectado por analistas reconocidos del sistema
EIA (69), ha sido contemplado en el Cuarto Pro -
grama de Acción de la CEE, como ha sido ya re-
ferenciado . Su objetivo es extender el campo de
aplicación del EIA a programas, planes y políti-
cas, pues el limitar el análisis únicamente a pro-
yectos aislados, puede resultar enormemente res-
trictivo y desvirtuador de una auténtica política
preventiva .

(69) Véase EIA Trainer's Newsletter, Edited by C . Woo d
and N . Lee, 1988 . loc . cit . El cambio tiende . señalan, a exten-
der el área de aplicación de los EIA para incluir políticas, pla-
nes y programas . además dc proyectos .

Particularmente en sectores como pueden ser l a
infraestructura de transporte o la energía, parece
obvio la necesidad de poder analizar o cuestionar
la validez del proyecto, en sí mismo o su localiza-
ción, en etapas previas de plan o programa . El
análisis medioambiental debe afectar a la propia
elección de determinada tecnología o infraestruc-
tura definida y decidida en niveles de gobierno
que corresponden al diseño de la política secto-
rial, ya sea en la política agraria, industrial, ener-
gética, de ordenación territorial, etc . Proyectos de
autopistas han sido contestados en numerosos ca-
sos cuando sería más razonable que, previamen-
te, la política o el programa de autopistas hubiera
sido evaluada con el sistema EIA, si bien con otro
procedimiento, ad hoc . Parecido viene sucedien-
do con la política energética ejemplificado en l a
conocida «Windscale Inquiry» de Gran Breta-
ña (70) .

Como indica Norman Lee, «la principal limita-
ción del enfoque dirigido a la evaluación de pro-
yectos es que las posibles alternativas a las accio-
nes propuestas pueden ser investigadas sistemáti-
camente solamente en una fase relativamente tar -
día del proceso de planeamiento, cuando algunas
de las opciones más importantes han sido ya
marginadas» (71) .

El sistema EIA, aplicado, por tanto, en etapa s
más tempranas de la toma de decisiones y de for-
ma escalonada (tiered), fue auspiciado ya desde e l
Tercer Programa de Acción (1982-1986) de l a
CEE que proponía explorar la posibilidad de usar
la EIA en la evaluación de esquemas de planea -
miento físico, programas de desarrollo económico
y regional, nuevas tecnologías (72) .

Aunque la naturaleza de burocracia se resiste a
esta revisión más amplia, comprensiva y coordi-
nada, que rompa la nefasta compartimentalizació n
de departamentos y gabinetes administrativos, l a
necesidad de extender el procedimiento a escala s
de decisión superiores integrando valores y consi-
deraciones ambientales en los programas y políti-
cas sectoriales es ya una exigencia inaplazable .

El ejercicio de esta ampliación agilizará y dul-
cificará, en gran medida, el sistema EIA en la es -
cala de proyectos, democratizando y racionalizan -
do de raíz el proceso de toma de decisiones . De
esta manera, el análisis de las alternativas y su eva-
luación, que ahora presenta en ocasiones proble-
mas muy complicados, quedaría bastante definid o
y suavizado por fases de decisión anteriores .

Por otra parte, es conocido que el análisis EIA
en planes o programas puede desvelar importan -
tes impactos acumulativos que hoy quedan igno-
rados y desvirtuados con el procedimiento de
proyectos de autopistas-autovias que, incompren-
siblemente se trocean, o con programas de refo-
restación como ocurre con la política destinada a

(70) Ver Geoffrey TIIIRLWALL : Built Environmental,
1978, loc . cit .

(71) Norman LEE : Appliel Geography, 1983, loc . cit . ,
p . 10 .

(72) Ibid ., p . 10 .
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convertir toda la cornisa cantábrica en una vasta
plantación de pinos y eucaliptus .

Norman Lee, gran defensor de extender el sis -
tema EIA a categorías de acciones de orden
superior diseña, una vez constatado que la apro-
bación de políticas, planes, programas y proyec-
tos se encuentran ubicadas en diferentes nivele s
de gobierno, una secuencia cronológica de accio-
nes dentro de un sistema escalonado de impacto s
ambientales que resulta muy ilustrativo (ve r
fig . 1) .

Este modelo escalonado de valoración ambien-
tal requiere también la máxima transparencia e n
el procedimiento de evaluación ambiental de cada
escalón de decisión, lo que exige un reforzamien-
to de la democracia participativa .

El esquema propuesto ofrece, entre otras, las si-
guientes ventajas que Norman Lee desarrolla :

1. La acción en una escala está inevitablemen-
te condicionada por acciones anteriores en esca-
las superiores, por lo que es conveniente la con-
sideración ambiental de esas acciones .

2. A medida que desciende el proceso de de-
cisión las alternativas viables a la acción propues-
ta se vuelven más estrechamente circunscritas y
declina el nivel de preocupación institucional y pú -
blica por contemplar alternativas .

3. En un sistema escalonado gran parte de l a
captación y recolección de información puede to-
marse en las fases de elaboración de políticas o
planes .

4. Cuando los proyectos son individualmente
pequeños en tamaño, pero colectivamente gran-
des en número (viviendas, oficinas, etc .) la intro-
ducción del EIA en la fase de elaboración del plan
y/o programa puede conducir a ahorros sustancia -
les en tiempo, simplificándose en gran medida l a
evaluación del proyecto individual .

Con la filosofía procedente en materia ambien-
tal de la CEE sería conveniente ir estudiando y de -
batiendo, desde las Comunidades Autónomas, l a
estructura y procedimiento que facilitara esta ex -
tensión hacia arriba del sistema EIA que, eviden-
temente, no consistía en una valoración detallada ,
como en la escala de proyecto, sino que sería d e
carácter más general o estratégico .

6 .2 . El sistema EIA en el marco de la política
territoria l

Tanto desde la Comunidad Económica Europe a
como desde las opiniones de consumados analis-
tas de este instrumento-proceso que significa l a
EIA, coinciden invariablemente en que a travé s
del mismo se incentiva una mayor integración d e
la planificación ambiental con otras formas de l a
planificación económica, social, territorial . Y est a
compatibilidad es necesaria debido a las caracte-
rísticas de esa concepción amplia y abierta del me-
dio ambiente que, cada vez más, tipifica al proce-
so EIA. De un enfoque que algunos han pensado
se limita al medio ambiente físico y natural, se h a
pasado a una visión comprensiva del tipo de im -
pactos, que abarca en muchos casos además de l
medio ambiente físico-natural, el medio ambiente
socioeconómico, tecnológico, cultural . . . y, conse-
cuentemente, territorial . El significado ambiental
de un proyecto es . en gran medida, dependient e
de su localización, de la escala y características de l
mismo, de la percepción sociopolítica local, etcé-
tera . Ello no invalida la existencia de un enfoqu e
preventivo de raíz, que identifique los recursos a
proteger frente al desarrollo que deberían esta r
entroncados dentro de una coherente política d e
ordenación del territorio . Precisamente los com-
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ponentes de la protección de los recursos natura -
les sc han definido como parte integral de la pla-
nificación del territorio . Asumir esta realidad en
la práctica supondría que la aplicación de la EIA
a determinados proyectos resultaría mucho má s
ágil y, sin duda, menos conflictiva .

Esta visión multidisciplinar y sistemática de los
impactos ambientales, entre los que frecuente -
mente se generan complejas interrelaciones que
hay que detectar y si es posible cuantificar a tra-
vés del uso integrado de las ciencias naturales, so-
ciales y del diseño ambiental-territorial, exige que
su tratamiento y evaluación se encaje en un de-
partamento también de carácter global y com-
prensivo.

Cuando el órgano ambiental, encargado de l a
evaluación y de formular la declaración de impac-
to, tiene un marcado carácter unidimensional en
torno al medio ambiente natural y físico, se pue-
den perder dimensiones colaterales del proyecto ,
tanto positivas como negativas, que desvirtúen la
evaluación y recomendación final . Sólo a travé s
de una auténtica política de ordenación territorial ,
sintetizadora de impactos multifuncionales y supe-
radora de la segregación sectorial que afecta aún
hoy a la desnutrida planificación territorial que s e
practica, podría este procedimiento ambiental de-
sarrollarse en profundidad, al menos en los nive -
les de proyectos, programas y planes .

Esto quiere decir que, o bien el órgano ambien-
tal debiera reforzar sus competencias abarcando
la pluridisciplinariedad que caracteriza a la orde-
nación del territorio, o bien la evaluación de im -
pactos tendría que ser competencia del órgano res-
ponsable de la política de ordenación territorial ,
tanto a nivel urbano como regional, según los ca-
sos . En este último supuesto habría que reforzar ,
ciertamente, la presencia en este órgano territo-
rial del departamento de medio ambiente físico -
natural, que suele representar un enfoque de l a
gestión ambiental basado en la protección de los
recursos naturales donde quiera que se encuen-
tren, prescindiendo en gran medida de su relación
con los procesos de desarrollo (73) .

El ejemplo de Gran Bretaña, entre otros paí-
ses, es sintomático . Al existir en su entramado ad-
ministrativo un sistema consolidado de planea-
miento que controla y regula los usos del suelo (l a
planificación territorial), la implementación de l
EIA se integra dentro de los procesos de autori-
zación y planificación existentes, concretamente a
través del Town and Country Planning Act .

La planificación territorial debe, pues, contem-
plar, ya prioritariamente, la política ambienta l
dentro de sus contenidos . Tal y como señala Nor-

(73) Sobre los dos enfoques en materia de gestión ambien-
tal véase el interesante trabajo de Shaul AMIR : «La Planifi-
cación Territorial y el Proceso dc EIA . Teoría y alguna s
Experiencias con el Modelo Israeli ., Jornadas Sevilla . 1988.
loc . cit .

man Lee : «Los elementos primarios del EIA exis-
ten en muchos sistemas de planificación territoria l
y, por tanto, una forma de EIA más sistemática e
integrada con el plan puede alcanzarse gradual -
mente sin necesidad de cambios radicales en el
procedimiento . . .» (74) . Este autor es partidario
de iniciar el proceso EIA desde la fase principa l
del diseño de la política y elaboración de planes
para cada sector económico (transporte, energía ,
etcétera), e incorporarlo paralelamente en cad a
área de formulación de políticas y programas d e
ordenación territorial . Tomados juntos -opina
N . Lee- forman un sistema escalonado de EI A
paralelo e integrado en cada fase al sistema de pla-
nificación sectorial y de planificación territorial
formulada por la política de ordenación territorial .

El esquema por él desarrollado muestra una cla-
ra equivalencia en cuanto a las fases y elemento s
comunes que pueden distinguirse entre el proceso
EIA y el procedimiento de la planificación terri-
torial (fig . 2) (75). Ambos procesos contemplan l a
formulación de metas y objetivos, que en el caso
ambiental deben integrarse dentro de la planifica-
ción territorial . También disponen de una fase d e
información y análisis que conduce a la genera-
ción, contrastación y evaluación de alternativa s
para. finalmente, tomar la decisión c implemen-
tar un plan o proyecto, revisando y contrastand o
más tarde su evolución . En este atractivo enfo-
que, la protección del medio ambiente se incor-
pora como parte integrante del proceso de elabo-
ración del Plan .

En síntesis, previendo la dificultad de un pro-
cedimiento EIA comprensivo en una Administra-
ción que aparece muy compartimentalizada entre
las políticas sectoriales y la política de ordenació n
territorial, prácticamente inexistente hasta la fe -
cha, convendría ir reflexionando sobre la posibili-
dad de compartir con el órgano de política terri-
torial de las CC.AA., comprensivo e interdiscipli-
nario por naturaleza, la parte competencial más
importante de la tramitación del sistema EIA, en
próxima colaboración, evidentemente, con el ór-
gano ambiental . Este proceso complementari o
con la planificación territorial facilitará la coordi-
nación e integración multidepartamental que e l
sistema EIA exige, sin anular ninguna de las ven-
tajas que el proceso tiene en la actualidad . De otra
manera, existe el peligro de que una visión orien-
tada únicamente a la dimensión físico-natural en
la evaluación de impactos desvirtúe esa concep-
ción amplia y multidisciplinar del medio ambien-
te, que exige órganos de control y decisión admi-
nistrativa con capacidad de análisis globalizadores
c integradores de las distintas facetas que el siste-
ma EIA implica .

(74) Norman LEE : «Environmental Impact Procedures. ,
Ekistics, mayo-junio, 1982 . p . 229 .

(75) Ibid., p . 228 .
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FIG . 2 . INTEGRACION DEL PROCESO DE PLANIFICACION TERRITORIAL Y EL SISTEMA EI A
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6 .3 . Limitaciones de las metodologias .
Predicción y evaluación

La predicción de la magnitud de los impactos y
la evaluación de su significado y alcance aparece
en la última fase del proceso con cierta compleji-
dad, por la propia naturaleza de los impactos am-
bientales y sus interrelaciones, en muchos casos ,
de difícil predicción y cuantificación .

En la evaluación de impactos, la ecología y su s
intrincados ecosistemas no permiten la capacidad
de predicción de otras ciencias como la química o
la física . Hay muy pocos principios de ecología so-
bre los que construir una predicción consistente ,
pues . si bien toda ciencia es probabilística, la eco-
logía está mucho más cerca de las ciencias socia -
les que de las ciencias naturales, en términos d e
las incertidumbres y procesos aleatorios que l a
tipifican .

Los ecosistemas existentes están relacionado s
con los emplazamientos específicos, dependiend o
su equilibrio de cientos de variables . Hay, conse-
cuentemente, pocas oportunidades para la gene-
ralización o para transferir conclusiones alcanza -
das en una localización geográfica a su aplicació n
en otra zona . Esperar, pues, técnicas o método s
que permitan predicciones y cuantificaciones de -
talladas y certeras es enormemente arriesgado .
Por ello la complejidad de los modelos de simu-
lación u optimizantes de la calidad ambiental son ,
en general, poco recomendables, entre otras razo-
nes porque dependen. en gran medida, de dato s
procedentes de series históricas obtenidas exclusi-
vamente en un emplazamiento específico (76) .

Norman Lee critica la falsa creencia de que exis -
ten metodologías acabadas, idóneas para la pre -
dicción y evaluación que, además, resulta que «n o
parecen ser demasiado utilizadas en la prácti -

(76) Richard CARPENTER : .The Scientifics Basis o f
NEPA . It is adecuate?» . Environmental Law Report. 3 . 1976 .

(77) N . LEE : Jornadas Sevilla, 88 . loc . cit . . p . 3 .
(78) Conferencia de N. Lee en Jornadas Sevilla, 88 .

ca» (77) . Recientemente afirmaba en Sevilla : «n o
debemos aplicar métodos complicados solamente
porque sean complicados, ¡cuidado con los rece-
tarios!» (78) . El planteamiento -insistía- debe
ser distinto para cada caso, seleccionando el mé-
todo idóneo para el mismo . Lo importante es que
cada acción específica disponga del método ade-
cuado «aplicado de modo flexible y no mecá-
nico» (79) .

Evitar, pues, la sofisticación metodológica e s
uno de los mensajes más escuchados (80) . La di-
ficultad que existe para reflejar adecuadament e
los impactos sobre los sistemas ecológicos y socia -
les, sus interrelaciones a medio y largo plazo, su s
irreversibilidades y la percepción social de los cos -
tes y beneficios, exige una importante dosis de jui -
cios de valor para la toma de decisiones . Por ello ,
resulta utópico intentar incorporar métodos opti-
mizantes dado el gran número de intangibles y
efectos incuantificables, imposible de ser reduci-
dos a términos monetarios .

Podrán utilizarse, sin embargo, una serie de mé-
todos que nos faciliten sistematizar los impactos y
cuantificarlos, aunque no sea monetariamente, l o
que aparece muy útil para la comparación de al-
ternativas . Ello ayudará al planificador a condu-
cir un debate más racional y estructurado, pero l a
toma de decisiones deberá fundamentarse más en
la ponderación de criterios y objetivos, en juicios
de valor que el político debe saber incorporar por
medio de la prospección social y la democraci a
participativa .

También los impactos sociales conducen de in -
mediato a la arena de los valores . . . ¿implicacio-
nes para quiénes?, ¿qué grupos o sectores socia -
les son los recipiendarios de los costes y benefi-
cios? . ¿qué prioridades tiene cada grupo socia l
afectado? . . .

(79) N . Lee . Jornadas Sevilla, 88 . loc . cit ., p . 5 .
(80) EIA Trainer's Newsletter, edited by C . Wood an d

N. Lee . 2 . 1988 . loc . cit .
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Parece obvio que . como resultado de las carac-
terísticas reseñadas, las consecuencias o implica-
ciones ecológicas, sociales y territoriales, resultan
prácticamente imposible evaluar si no se conside-
ra la participación efectiva de la comunidad o co-
munidades afectadas . Participación bien reglada y
ordenada que agilice, por medio de un control ex-
terno imparcial, el procedimiento . Mercedes Par-
do lo expresa en los siguientes términos : «La va-
loración del impacto ambiental no se hace tanto
en base a métodos o modelos rígidos o exactos ,
sino que se resuelve a través de un juicio de ex-
pertos que debe estar ponderado con la valora-
ción social que las poblaciones afectadas realiza-
sen en cuanto a lo que pueden ser sus preferen-
cias u objetivos sociales» (81) .

No obstante las consideraciones precedentes ,
existen una serie de metodologías que se han uti-
lizado como instrumentos de identificación, de
predicción y de evaluación . Estas se sirven de ma-
trices (Leopold, 1971 ; Sorensen, 1970 ; Environ-
ment Canada, 1974, etc .), flujos de diagramas, su-
perposición de mapas (Ian Marchanrg, Universit y
of Pennsylvania), métodos cuantitativos (Sistema
Batelle Columbus, etc .), modelos de simulació n
dinámica . . .

Muchos de estos métodos poseen serias dificul-
tades para el objetivo de la EIA pudiendo abar-
car indistintamente a los siguientes aspectos, en-
tre otros :

• complejidad y dificultad operativa por la con -
fluencia o intersección de decenas de activi-
dades y características ;

• carácter estático ; dificultad en identificar im -
pactos indirectos ignorando Ias relaciones de
causalidad ;

• dificultad en prever posibles incertidumbres ;
• sesgo de muchos métodos hacia los aspecto s

físico-biológicos del medio ambiente ;
• dificultad en la cuantificación y comparació n

de los diversos impactos agregándolos y cru -
zando categorías .

Para Norman Lee el significado de Ias metodo-
logías integradas ha sido exagerado, detectándose
que son menos comprensivas en su alcance que l o
que originalmente se pensó . Además de concen-
trarse en la evaluación de ciertos atributos, rele-
gando relativamente otros por su dificultad. han
tenido problemas y siguen teniéndolos para incor-
porar en la evaluación los juicios de valor (82) .

Estas razones y otras, previamente señaladas ,
hacen que el uso práctico de esas metodologías ,
corno insiste N . Lee, se haya limitado cada vez

(81) Mercedes PARDO : Estudios territoriales, 1987, loc .
cit ., p . 161 .

(82) N . Lee . Applied Geography, loc . cit ., p . 12 .
(83) Como bien ha comentado Sue CLIFFORD, «cuida -

do con ver el EIA como un instrumento o herramienta profe-
sional, pues puede crearse el peligro de que expertos profesio-
nales oscurezcan de nuevo los juicios politicos ., en Built En-
vironment, 1978, loc . cit ., p . 152 .

(84) N . LEE : Applied Geography, loc . cit ., pp . 23-25 ;
también SHUTSCI I and T . ELOWERDEW han señalado con

más, agudizándose la crítica cuando se pretend e
obtener con ella una medida agregada única de to -
dos los impactos ambientales (83) .

Existe, ciertamente, el riesgo de que a travé s
de la incorporación del método de escalas, fre-
cuentemente subjetivo, y de la ponderación, pue -
da provocarse un cierto grado de sofisticación y
aparente objetividad que desincentive a la postre
la elaboración, por el corpus político, de una de -
cisión contrastada pero propia . Lo fundamental ,
se ha dicho ya, es seleccionar y usar bien los mé-
todos existentes para el caso que se estudie, con
una cuidadosa exposición y clara presentación de
los resultados obtenidos, en lugar de desarrolla r
nuevas metodologías integradoras, pues no hay
metodología que alcance todas las exigencias .
Además, como reconoce Norman Lee, el proceso
debe arroparse «con mayor uso de las técnicas d e
investigación social para determinar la importan -
cia relativa que las comunidades conceden a los di -
ferentes impactos ambientales» (84) .

Esta crítica no debe conducir al otro extremo,
en cl sentido de que si al final es una decisión de l
político de turno, con su propia tabla de valores ,
sobra el proceso EIA . En realidad este proceso
trata de identificar y valorar esos impactos previ-
sibles antes de tomar una decisión, y de dotar a l
procedimiento de la máxima transparencia y par-
ticipación pública, con objeto de democratizar y
racionalizar la toma de decisiones en proyectos y
programas con importantes impactos ambienta -
les (85) . De esta manera, es a través de un pro -
ceso de democracia participativa como podrá li-
mitarse el posible despotismo, existente en ocasio -
nes, en la toma de decisiones claramente políticas .

6 .4 . Participación pública . Absolutament e
necesaria pero insuficientemente definid a

La consulta y participación pública, entendid a
como algo más que información, aparece consis-
tentemente planteada en la Directiva de la CE, re -
presentando uno de los elementos más relevantes
del proceso EIA, como se ha visto en anteriore s
epígrafes .

Ciertamente, los valores sobre los que se sus-
tentan los ajustes de escalas y los pesos específi-
cos de los distintos atributos en la evaluación no
deben ser determinados únicamente de acuerdo a
los juicios de valor del promotor, asesor o políti-
co . Es generalizado el juicio de los analistas que
esta importante dimensión del proceso debe d e
considerar los puntos de vista y valoraciones de l a

agudeza «si los que toman las decisiones se soportan sólo e n
estos métodos sofisticados, las decisiones se tomarán para
ellos, y no por ellos», en «Measurement Techniques in Envi-
ronmental Impact Assessment», Environmental Conservation ,
3, 1976 . pp . 209-217 .

(85) En este sentido P . HALL afirma «los EIA no son
una piedra filosofal . pero pueden ayudar al planificador y a l
político a conducir un debate más racional y estructurado>, . e n
Built Environment, 1978, loc . cit ., p . 86 .
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comunidad afectada en primer término, obtenida
a través de una consulta y participación razonabl e
y bien delimitada (86) .

La transparencia, en la información y participa-
ción, debe propiciarse y facilitarse al máximo con
objeto de democratizar y, a la postre, agilizar e l
proceso EIA. «Es importante -insiste Sue Clif-
ford- que la información, el acceso a informa-
ción, fluya libremente entre organizaciones, ana -
listas, el público y los que toman las decisio-
nes» (87) . Por esta obvia razón se insiste en qu e
el análisis, método y conclusiones del estudio y l a
declaración, sean fácilmente entendibles e inter-
pretables por la comunidad, con objeto de pode r
diseñar modalidades de participación y técnicas d e
investigación social que asistan y democraticen e l
proceso de toma de decisiones .

Teniendo en cuenta que el estudio EIA lo va a
realizar aquí el propio promotor, está sobrada -
mente justificado garantizar procesos de informa-
ción y participación reales desde las primeras fa -
ses del procedimiento, ofreciéndose la posibilida d
de expresar su opinión sobre el proyecto inicial -
mente presentado al resto de las administracione s
potencialmente afectadas y a la comunidad . Al se r
el promotor juez y parte, por realizar el Estudio
de Impacto, y para evitar la parcialidad o un nive l
científico insuficiente, Michel Prieur, entre otros ,
opina que «se impone un serio control del conte -
nido del estudio por los poderes públicos en unió n
con institutos científicos independientes» (88) .
Procedimiento éste que aparece aún más necesa-
rio cuando el promotor es además la propia admi-
nistración, es decir, el órgano sustantivo que con-
cede la licencia . Esta participación de institutos d e
investigación independientes, universidades, co n
objeto de garantizar el máximo de objetividad ,
neutralidad y seriedad, viene siendo recomenda -
do y contemplado en múltiples países, como ya s e
ha visto (89) .

Ni esto, ni una participación importante desd e
el inicio, aparece contemplada con claridad en l a
normativa española, aunque se desprenda del es-
píritu y texto de la Directiva Comunitaria y de l a
praxis vigente en muchos países . De ahí la nece-
sidad apremiante de que la participación públic a
esté bastante mejor representada y reglada en las
diversas fases del proceso EIA y no tenga ese ca-
rácter puntual y casi despectivo que refleja en la
actualidad la normativa española . Su impreciso
tratamiento en el procedimiento es fuente de con-
flictos y retrasos que, si estuviera bien definida y
articulada, no deberían producirse .

La importancia, pues, de la participación y cl in-
terés por que se articule debería ser prioritari o

(86) Norman LEE . Applied Geography, 1983, loc . cit .
Este autor insiste en cl mayor uso de las técnicas de investiga-
ción social para determinar la importancia relativa que las co-
munidades dan a los diferentes impactos ambientales, así como
en los análisis que muestren la probable distribución de impac-
tos entre los diferentes sectores de la población .

(87) Sue CLIFFORD : Built Environment, 1978 . loc . cit . ,
p . 157 .

(88) Michel PRIEUR : Revue Juridique de L'environn-
ment, 2/1981 . loc . cit .

para la propia Administración, ya que el éxito de l
sistema EIA depende en gran medida de que s e
alcance una participación razonable que vehiculi-
ce por canales reglados la opinión pública y su s
propuestas . En algunos países, como en Canadá ,
este interés llega hasta el punto de que la Admi-
nistración transfiera fondos a asociaciones o gru-
pos independientes del promotor para la realiza-
ción de un Estudio EIA de contraste (90) . En Ir-
landa, por ejemplo, existe una Comisión de Inter-
pelación a la que puede acudirse en caso de dis -
conformidad . Esta Comisión se compone, entre
otros, de representantes de asociaciones para l a
protección del medio ambiente y de otras agrupa-
ciones sociales reconocidas (91) . Sólo desde este
nuevo marco social es factible y razonable abor-
dar hoy la problemática medioambiental, pues, d e
otra manera, se corre el peligro de que el proceso
EIA se observe como un adorno de decisione s
previamente tomadas que trata sólo de legitimar
el proyecto .

Al ser el promotor el que presenta y sufraga e l
Estudio EIA, es natural que sea proclive a subes-
timar o incluso ocultar ciertos inconvenientes de
su proyecto frente a las preocupaciones ambien-
tales, sociales, etc . Aún más fácil es prescindir de l
análisis de alternativas más razonables desde un
punto de vista público . Por estas razones y con oh -
jeto de que su trabajo sea comprensivo y creíble
el Estudio EIA parece debiera ser efectuado por
un organismo independiente, o bien que la Admi-
nistración ofrezca una vigilancia extrema par a
controlar su contenido . Frecuentemente, en otros
países, se acude al soporte de instituciones má s
neutrales como la Universidad, institutos de inves -
tigación reconocidos, o personalidades indepen-
dientes prestigiosas que reúnen equipos pluridis-
ciplinares imponiendo ciertas garantías de objeti-
vidad en ese necesario escrutinio independiente y
neutral que demanda la evaluación (92) .

La importancia del control externo o arbitraje
independiente adquiere ya especial relevancia y
necesidad cuando el promotor es la propia auto-
ridad pública, que además cumple el papel de ór-
gano sustantivo encargado de conceder la licencia
definitiva, es decir, juez y parte .

Incluso hay casos en el Estado en los que sien-
do el promotor un órgano de una Consejería ,
como puede ser la de Transportes, resulta que so-
bre la Dirección General de Transportes puede re -
caer la promoción y elaboración del Estudio EIA,
y ser además el órgano sustantivo que concede l a
licencia . Esa situación anómala de juez y parte se
agrava cuando la Dirección General de Medio
Ambiente, dependiente de esa misma Consejería ,

(89) Documentación Jornadas Sevilla, 1988, loc . cit .
(90) Véase DOBRY . G . : Review of the Development con-

trol System : Final Report, HMSO, London, 1975 .
(91) D . REINHARD COENEN and Juliane JORISSEN ,

Jornadas Sevilla . 1988, loc . cit ., p . 25 .
(92) Véase para esta cuestión del control externo y la ne-

cesidad de una participación reglada desde el inicio, Miche l
PRIEUR : Revue Juridique de L ' environnment, 2/1981 . loc . cit .
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es el órgano ambiental que controla la evaluació n
y realiza la Declaración de Impacto Ambiental .
En ese caso un Consejero de un Departamento d e
Gobierno puede ser a la vez el promotor que ela -
bora el EIA, el órgano ambiental y el órgano sus-
tantivo . Este arbitraje externo se hace también ne-
cesario cuando desde la comunidad se produce n
intervenciones de grupos o sectores, tanto políti-
cos como <<ecologistas», que distorsionan con l a
manipulación y la demagogia cl debate y el autén-
tico proceso participativo. A veces son conflicto s
y rencillas políticas locales utilizándose la contes-
tación pública a un proyecto con el objeto de des -
prestigiar o desautorizar al grupo político local en
el poder . Otras veces a través de la mentira y ter-
giversación de la información, amparándose e n
determinados sectores de la prensa y en la inhibi-
ción de la Administración y grupo político domi-
nante, se manipula y confunde el significado, al-
cance e impactos, de un determinado proyecto .

Mercedes Pardo comenta con agudeza : «ha ha-
bido también experiencias en las que el EIA ha
sido el centro de tensiones c intereses ajenos a la s
propias conclusiones del estudio, utilizándose por
parte de la administración local u otros corno arm a
arrojadiza para intentar sacar el máximo de ven-
tajas económicas o de otros órdenes distintos a l
proyecto» (93) .

Tanto por una razón o por otra, aparece muy
urgente, a mi juicio . la necesidad de un sistema
de arbitraje externo, un tribunal imparcial, inde-
pendiente y neutral, que clarifique esos conflicto s
y dote al proceso EIA y participativo de la serie-
dad y rigurosidad que demanda, pues, como se-
ñalaba Mercedes Pardo, son «razones de demo-
cracia y eficacia» (94) las que abogan por que esa
participación sea extensiva y real y el control l o
más neutral y objetivo posible .

La participación, pues, no debe servir con su
imaginería de talismán que justifique decisione s
previamente tomadas, sino que debe demostra r
que tiene un sentido profundo y que realmente sir-
ve, o es capaz, cuando el caso lo exija, de modi-
ficar proyectos o incluso poner en cuestión su ne-
cesidad real . Si el proceso EIA no alcanza los ni -
veles de decisión superiores, es decir, a progra-
mas, planes y políticas . es necesario que en deter -
minados supuestos se llegue a contemplar esta al-
ternativa . Pudiera muy bien suceder, y así deb e
ser asumido por la Administración, que como re-
sultado del proceso de evaluación, tal y como
acontece en Estados Unidos y otros países, se lle-
gara a denegar la autorización del programa o pro-
yecto, lo que sólo debe entenderse como un éxito
del sistema democrático .

Si, por el contrario, sólo cumpliera un papel de
falso comodín será rechazada por los agentes so-
ciales dificultando entonces y poniendo en cues-
tión la toma de decisiones racional y coherente .

(93) Mercedes PARDO : Estudios Territoriales, loc . cit . .
p . 158 . La experiencia que el autor de este trabajo ha tenid o
en Almería y Granada, con ocasión de un interesante proyec-
to . certifica con creces esas experiencias a las que alude Mer -

Su papel, pues, está en canalizar, por la vía de l
diálogo y consulta, la razón y hasta la confronta-
ción . la oposición o crítica consistente, si la hubie-
ra, y la valoración o percepción social del proyec-
to por radical que ella fuera . El proceso partici-
pativo debe servir también para marginar y desau-
torizar, ante la opinión pública, la oposición vis-
ceral o incoherente y manipulada, también pre-
sente en ocasiones . Sólo regulando y reglando co n
precisión el proceso se ahorrará tiempo, se demo-
cratizará el procedimiento y se evitarán mucho s
problemas agilizándose, consecuentemente, la li -
cencia .

Dentro de la participación y control aparece ,
cada vez con más entidad, la aplicación de princi-
pios auditores al proceso EIA, en el sentido de vi-
gilancia e inspección durante el ejercicio de la ac-
tividad. Y es que debe controlarse y contrastars e
de alguna forma su efectividad y validez . La pre -
dicción de los efectos de la actividad y el funcio-
namiento de las medidas correctoras requieren de
una revisión con objeto de contrastar efectos ob-
servados frente a efectos esperados . Ello permiti-
rá, además, determinar la capacidad predictiva d e
las técnicas empleadas, siendo percibida como un a
actividad complementaria a la EIA propiamente
dicha y evitando que las medidas correctoras, es-
tablecidas en su caso, no queden como simple de-
claración de intenciones .

6 .5 . A modo de síntesis . Aspectos a destaca r
y reflexiones sobre la práctica
del procedimiento

El proceso de análisis EIA y la parcela del mis -
mo que representa el Estudio EIA debe dirigirse
más a desvelar, anticipar y contrastar, las conse-
cuencias de un proyecto sobre el medio ambiente
natural, físico, socioeconómico, cultural . . ., que a
su justificación, no siendo un fin en sí mismo .

Tanto por las complejas interrelaciones presen-
tes en los ecosistemas naturales y sociales, como
por los efectos indirectos y acumulativos con im-
plicaciones a largo plazo entre el hombre y el me -
dio ambiente, si realmente se camina hacia una
política preventiva, el sistema EIA deberá incor-
porarse a los niveles de decisión superiores afec-
tando, consecuentemente, al diseño y desarrollo
de planes, programas e incluso políticas . En estos
supuestos el análisis EIA tendrá una escala no tan
pormenorizada como en el caso de proyectos ,
siendo su dimensión de carácter estratégico y
general .

El proceso EIA debe tender a favorecer un a
coordinación e integración mucho mayor de la po-
lítica y planificación ambiental con otras formas
de planificación sectoriales, ofreciendo un marco
ideal para ello la política de ordenación del terri -
torio . La gestión ambiental es de naturaleza inter -

cedes Pardo . Casuística sorprendente que espero ser capaz d e
describirla algún día .

(94) Ibid ., p . 162 .
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departamental con enfoques interdisciplinares que
el análisis EIA está obligado a contemplar .

La práctica inexistencia de políticas de ordena-
ción del territorio y la notable debilidad de los
procesos de planificación urbana y regional exis-
tentes dificultan la ágil incorporación de Ias varia-
bles medioambientales, concebidas con amplitud ,
al proceso de planeamiento territorial . A ello ha y
que añadir la tradicional debilidad, o incluso au-
sencia en muchos casos, de coordinación interde-
partamental horizontal y vertical entre los diferen-
tes niveles de gobierno, así como la nefasta tradi-
ción compartimentalizada de las políticas sectoria -
les . El reto de esta nueva visión reglamentada de l
medio ambiente debe afectar, consecuentemente ,
a la práctica totalidad de la estructura político-ad-
ministrativa de gobierno, tanto a nivel de Estad o
como de las CC .AA . Desde esta perspectiva s e
presenta la posibilidad de promulgar normativa ,
incluso más avanzada que la que actualmente se
dispone, desde las propias Comunidades Autóno-
mas (95) . Ello representa una inestimable oportu-
nidad para corregir deficiencias y ambigüedades ,
si existe realmente la voluntad política de hacerlo .

El coste de la inexperiencia

La falta de experiencia en el proceso EIA, com-
parativamente con la mayoría de los países eu-
ropeos, puede dificultar en gran medida la recep-
tividad y agilidad de este procedimiento en l a
aprobación de proyectos públicos y privados sus-
ceptibles de tener incidencia importante sobre el
medio ambiente . Esta inexperiencia, fácilment e
detectable en los departamentos o agencias am-
bientales de muchas CC .AA ., presagia que el pro-
cedimiento EIA, en lugar de racionalizar y agili-
zar el proceso, pueda dificultar y retrasar aún má s
los trámites conducentes a la obtención de auto-
rizaciones o licencias . Ciertamente con ello se ha -
ría un flaco favor al objetivo de incorporar las con -
sideraciones ambientales en la toma de decisione s
sobre acciones o proyectos, generando una ide a
equivocada sobre la función y alcance del proces o
EIA, para satisfacción de la posición antiam-
bientalista .

Un proceso EIA bien definido y estructurado
tiene la ventaja de eliminar de antemano los pro-
yectos inaceptables o controvertidos y de actua r
con antelación en la concepción del proyecto re -
diseñando el mismo, o su ubicación, antes de se r
presentado a escrutinio público por los promoto-
res . Consecuentemente su efecto más important e
tendrá lugar en el momento en que el promoto r
conciba el proyecto sabiendo que por sus caracte-
rísticas . tamaño, naturaleza, ubicación, etc ., será
necesario pasar por el proceso de análisis EIA
reglamentado .

El problema aquí puede estar en que en un ex-
ceso de celo del Departamento ambiental . igual -

(95) Véase Isabel MATEOS : Jornadas Sevilla, 1988 . loc .
cit . Se han adelantado ya en este cometido la Generalitat Va-
lenciana (Cortes Valencianas 23/2/89) . la Junta de Andalucía

mente, basado en ocasiones en una incorrecta in-
terpretación de la Directiva . Reales Decretos y
Reglamentos, obligue a cumplimentar el procedi-
miento a determinados proyectos no sujetos regla-
mentariamente al proceso ElA por no ser intrín-
secamente controvertidos ambientalmente, retra-
sando burocráticamente la gestión, generando una
situación de arbitrariedad poco recomendable y
desincentivando otras iniciativas en dicha juris-
dicción .

Por parte de algunas administraciones, sin nin-
guna experiencia en el proceso, y de algunos po-
líticos con una concepción estrecha del procedi-
miento, se ha pensado que exigiendo el proceso
EIA a un proyecto se evitan posibles conflictos ,
con independencia de que el mismo no figure en
el anexo II del Real Decreto . Con estas actitudes
se hace un flaco servicio a ese enfoque compren-
sivo, racional y participativo de la temática me-
dioambiental, desprestigiando el procedimiento
en lugar de reforzarlo .

Existe también el riesgo de que el procedimien-
to EIA sea utilizado como arma arrojadiza o ins-
trumento al servicio de rencillas o conflictos polí-
ticos locales, interdepartamentales o venganzas in-
termunicipales . Todo ello está exigiendo la nece-
sidad de una mayor intervención administrativa-
política en su clarificación, un debate extensivo
que fije responsabilidades y, fundamentalmente ,
una auténtica participación y consulta pública
reglada .

La experiencia, por otra parte, en procesos de
participación pública y consulta en la toma de de-
cisiones en España, ha sido hasta la fecha virtual-
mente inexistente, incluso en la planificación ur-
bana donde el tablón de anuncios de las corpora-
ciones locales ha representado el símbolo por ex-
celencia de lo que se entendía por participación
pública, absolutamente desnutrida e incluso des -
preciada por cl corpus político-administrativo .
Quizás por esta razón la reglamentación sobre e l
proceso EIA siga contemplando a la consulta y
participación de forma tan ambigua y hasta reti-
cente, lo que presagia serias dificultades a este no-
vedoso procedimiento impuesto por la CEE . La
democracia participativa aparece aún muy lejana
en nuestra reciente experiencia democrática .

El hecho de que desde mediados de los setent a
exista en gran parte de los países europeos un ex-
tenso debate sobre el sistema EIA, del que Espa-
ña ha estado y sigue estando ausente, dificulta su
eficaz implementación, por muchas leyes o regla-
mentos que se dispongan . Es necesario, pues, in-
centivar y propiciar ese debate entre Administra-
ción, agentes sociales y académicos, etc .

El proceso EIA, a pesar de las dificultades que
hoy presenta . deberá significar ineludiblement e
un importante vehículo para la formación y edu-
cación pública en materia medioambiental de l a
Administración y del corpus político, además d e

y la Generalitat de Cataluña (Decreto 114/1988, de 7 de abril) ,
estando en vías de adaptación normativa muchas otras
CC .AA .
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la ciudadanía . A través del estímulo de la investi-
gación ambiental aplicada, de carácter multidisci-
plinar, se propiciará un mayor nivel de conoci-
miento comprensivo, y plural en sus funciones, de l
entorno y medio ambiente .

A nivel de Estado se observan diferencias muy
acusadas en la sensibilidad ambiental, tanto entr e
los políticos, en general poco proclives a esta no-
vedosa faceta de gobierno, como entre los agen-
tes sociales . En general, se echan en falta políti-
cos, al frente de las administraciones ambientales .
intelectualmente competentes y políticamente
equilibrados en el juicio sobre la problemática me-
dioambiental . Por esta razón una educación y for-
mación ambiental amplia debe alcanzar sobre
todo al corpus político que es, en definitiva, quien
toma las decisiones finales .

,Qué proyectos deberían someterse a EIA ?

Otro aspecto del procedimiento que merece
atención especial representa la selección de aque-
llos proyectos del Anexo II de la Directiva de l a
CE que debieran, en función de ciertas condicio-
nes, someterse obligatoriamente al proceso EIA.
Tan importante como establecer criterios o valo -
res límite en función de la naturaleza, magnitud ,
localización del proyecto o circunstancias locales ,
parece de interés realizar un informe de prueba
previo, como en Bélgica, o establecer un sistema
de evaluación más simplificado, bastante meno s
exigente en cuanto al alcance y procedimiento de l
proceso EIA, tal y como está previsto introduci r
en Grecia . Esta especie de «Comunicado de Im -
pactos», más rápido y ágil, permitiría extender es -
tas consideraciones a proyectos de efectos bastan -
te menos «notables» que los que figuran en e l
Anexo 2 del Reglamento . Otros proyectos, sin
embargo, que no aparecen en el Anexo 2 . debie-
ran incorporarse de inmediato a la vista de las im-
plicaciones medioambientales de los mismos . Mc
refiero a grandes proyectos y planes agropecua-
rios, importantes transformaciones agrarias y pro-
yectos y desarrollos turísticos de amplitud .

Sería conveniente que, sabiendo que hay pro-
yectos que en determinados emplazamientos pue -
den generar impactos considerables y en otros, re -
percusiones medioambientales mínimas, los crite-
rios que definan las actividades susceptibles de so -
meterse obligatoriamente al EIA, en una de sus
dos vertientes, completa o simplificadora, no de -
pendieran de la arbitrariedad de un Delegado o in-
cluso Consejero, sino que procedieran de un Co -
mité ad hoc específicamente conformado para es e
cometido .

En la escala de los proyectos públicos aparec e
un problema que la normativa debe reconsiderar
al poder detectarse situaciones éticamente de di-
fícil aceptación . Este es el caso cuando el promo-
tor del proyecto es además el órgano sustantiv o
que concede la licencia o autorización, estando e l
órgano ambiental dentro del mismo Departamen-
to de Gobierno. Este supuesto invalida, cierta -

mente, la filosofía y razones de fondo presente s
en la Directiva Comunitaria . al aparecer el pro-
motor como juez y parte . Por ello aquí, más que
en ningún otro caso, se hace necesaria la incorpo-
ración al procedimiento de un escrutinio externo ,
independiente y neutral, que garantice la objeti-
vidad en la evaluación y la transparencia, canali-
zando con todas garantías el nivel de debate y l a
consulta .

Algunas recomendaciones finales

A pesar de la falta de experiencia aún existent e
con este instrumento-proceso de política ambien-
tal, pueden observarse ya ciertos problemas y
desajustes que deberán afrontarse con urgencia s i
se desea que este novedoso procedimiento de l a
política medioambiental cumpla su cometido .

- Se advierte un cierto desconocimiento de l a
filosofía y alcance del procedimiento en la propi a
Administración Autónomica . Más que un tema d e
especialistas en ciencias naturales y biológicas, e l
proceso exige enfoques multidisciplinares de ca-
rácter más generalista . Para ello es necesario que
al frente de los órganos decisorios tanto ambien-
tal como sustantivo, existan competentes profesio-
nales con formación pluridisciplinar .

- Debe evitarse la arbitrariedad en la obliga-
toriedad impuesta a un proyecto para incorporar
el procedimiento EIA, así como contemplarse la
posibilidad de incorporar un procedimiento sim-
plificado para determinados proyectos no inclui -
dos en el Anexo 2 del Reglamento .

- No puede utilizarse este procedimiento par a
redimir conflictos interdepartamentales ni para
provocar el abandono del proyecto a través de tri-
quiñuelas burocráticas que alarguen indefinida -
mente el proceso. Y para ello debe contemplarse
como factible la posibilidad de no concesión de la
licencia, si existen razones de peso que lo jus-
tifiquen .

- La Administración debe adoptar un pape l
activo, de colaboración con los promotores y con
los sectores de la opinión pública que deseen par-
ticipar, muy lejos de una actitud pasiva o de inhi-
bición ante la comunidad y los agentes sociales
más incisivos .

El órgano ambiental, en particular, debiera
cooperar con los promotores en la provisión de in-
formación, en la definición de posibles impactos ,
en el establecimiento de canales de diálogo entre
los sectores sociales y en la promoción y clarifica-
ción de la posible controversia . La Administració n
no está en cl procedimiento para pedir y exigir so -
lamente, sino para colaborar, participar y coope-
rar tanto en la información y clarificación com o
en la resolución de los conflictos . Esta es la obje-
tividad y neutralidad que se le exige .

- Debe de reconsiderarse con urgencia el pa-
pel sustitutorio del debate, participación y clarifi-
cación que, de forma generalmente censurable ,
están jugando los medios de difusión y específica-
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mente la prensa, suplantando en la generalidad de
los casos una labor que debiera estar dirigida po r
la propia Administración o ese órgano externo
neutral tan necesario en ocasiones al que se ha he-
cho referencia en anteriores epígrafes . La prensa ,
cuyo papel podría ser muy estimable, está toman-
do el protagonismo que correspondería a órgano s
imparciales o neutrales, deformando y desinfor-
mando frecuentemente, más que regulando un de-
bate limpio y plural . Y todo ello ante la apatía e
inhibición de los sectores políticos dominantes en
algunos casos, o la improcedente manipulación de
dichos medios en otros . Deben evitarse las actitu-
des extremas y situarse en posiciones más objeti-
vas y neutrales, más flexibles y respetuosas con e l
«corpus social» .

La pasividad de la Administración ante la
desinformación y manipulación que frecuente -

mente conlleva el papel que está jugando un sec -
tor importante de los medios de difusión en algu-
nas CC.AA ., resulta altamente peligroso y distor-
sionador por constituir el único polo de referen-
cia informativa . Todo ello puede provocar, a me -
dio plazo, un desprestigio del enfoque ambienta l
y, a la postre, del procedimiento EIA .

Finalmente, parece urgente la articulación d e
un proceso de debate en el que participen Admi-
nistración, promotores, sectores ecologistas, ciu-
dadanos y todo tipo de agentes sociales, incluido s
los profesionales y la Universidad, a la luz de la
experiencia que empieza a acumularse con este es-
peranzador instrumento-proceso que significa l a
Evaluación de Impacto Ambiental . Recorrer ese
camino, como lo han hecho otros países, facilita -
rá una implantación del procedimiento meno s
traumática y con una mayor aceptación social .




